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A LA MESA DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS

El GRUPO PARLAMENTARIO VASCO (EAJ-PNV), al amparo de lo establecido en el artículo 109 y siguientes del vigente Reglamento de la Cámara, presenta las siguientes enmiendas al articulado del Proyecto de Ley del Sector Eléctrico (Núm. Expte:121/000064).

Congreso de los Diputados, 31 de octubre de 2013

EL PORTAVOZ

AITOR ESTEBAN BRAVO

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 3.2 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificación del Artículo 3. Competencias de la Administración General del Estado.,  punto 2., quedando su redacción de la siguiente forma:

2. Determinar las medidas necesarias para garantizar el suministro de energía eléctrica en instalaciones de su competencia y de acuerdo con las   Comunidades Autónomas en instalaciones competencia de las mismas. 
JUSTIFICACIÓN
El suministro de energía eléctrica se define, en el propio proyecto de ley, como la entrega de energía a través de las redes de transporte y distribución mediante contraprestación económica en las condiciones de regularidad y calidad que resulten exigibles.
Las redes de distribución, así como las redes de transporte secundario, entre otras instalaciones,  son instalaciones de competencia autonómica y por tanto la actual redacción supondría la vulneración  del reparto competencial constitucional entre la administración central y las administraciones autonómicas, por ello se propone que las medidas que haya que adoptar en instalaciones competencia de las comunidades autónomas las mismas se adopten mediante acuerdo con las mismas.
ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 3.10 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar del Artículo 3. Competencias de la Administración General del Estado., punto 10., quedando su redacción de la siguiente forma:
10. Establecer, en el ámbito de su competencia,  los requisitos de calidad y seguridad que han de regir el suministro de energía eléctrica, teniendo en cuenta los criterios establecidos en el artículo 1 de la presente ley. 

JUSTIFICACIÓN
Los requisitos de SEGURIDAD en el  suministro de energía eléctrica, entendiendo como suministro, según el propio proyecto de ley, como la entrega de energía a través de las redes de transporte y distribución mediante contraprestación económica en las condiciones de regularidad y calidad que resulten exigibles, es una competencia de las Comunidades Auitonomas.

Los requisitos de SEGURIDAD en las redes de distribución, así como las redes de transporte secundario, o en las instalaciones de generación de energía eléctrica, entre otras instalaciones,  es competencia autonómica y por tanto la actual redacción supondría la vulneración  del reparto competencial constitucional entre la administración central y las administraciones autonómicas, por ello se propone que los requisitos se adopten en el ámbito competencial de cada administración.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 3.12 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 3. Competencias de la Administración General del Estado., punto 12, quedando su redacción de la siguiente forma:
12. Autorizar las siguientes instalaciones eléctricas: 
a) Instalaciones peninsulares de producción de energía eléctrica, incluyendo su línea de evacuación, de potencia eléctrica instalada superior a 50 MW eléctricos, 
Instalaciones de transporte primario peninsular y acometidas de tensión igual o superior a 380 kV. 

b) Instalaciones de producción, incluyendo su línea de evacuación, transporte secundario, distribución, acometidas y líneas directas, que excedan del ámbito territorial de una Comunidad Autónoma, así como las líneas directas conectadas a instalaciones de generación de competencia estatal. 

c) Instalaciones de producción ubicadas en el mar territorial, previo informe de la Comunidad Autónoma correspondiente. 

d) Instalaciones de transporte primario y acometidas de tensión nominal igual o su-perior a 380 kV ubicadas en los territorios no peninsulares, cuando estos estén conectados eléctricamente con el sistema peninsular. 

e) Instalaciones de producción de potencia eléctrica instalada superior a 50 MW eléctricos ubicadas en los territorios no peninsulares, cuando sus sistemas eléctri-cos estén efectivamente integrados con el sistema peninsular, de acuerdo con lo establecido en el artículo 25.2. 

JUSTIFICACIÓN
La actividad de producción de energía eléctrica, es una actividad que se liberalizada y no regulada y se desarrolla en régimen de libre competencia de acuerdo con el propio proyecto de Ley y la actual Ley del Sector Eléctrico.
Si la actividad de producción de energía eléctrica es una actividad que se liberalizada no tiene sentido que sea la administración general del estado la competente para autorizar las citadas instalaciones, resultando un anacronismo frente a otras actividades industriales incluso más complejas y de posibles mayores impactos ambientales, como el sector químico, papelero, siderúrgico, en los cuales las administraciones competentes para su autorizaciones son las propias comunidades autónomas.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UN NUEVO ARTÍCULO 3 bis AL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Añadir un nuevo artículo 3 bis. Competencias de las Comunidades Autónomas, quedando su redacción de la siguiente forma:

Artículo 3 bis. Competencias de las Comunidades Autónomas.

1. El desarrollo legislativo y reglamentario y la ejecución de la normativa básica del Estado en materia eléctrica.

2. La regulación del régimen de derechos de acometidas y de las actuaciones necesarias para atender los requerimientos de suministro a los usuarios.

3. Autorización de instalaciones eléctricas de transporte o distribución de su competencia, así como ejercer las competencias de inspección y sanción que afecten a dichas instalaciones. 

4. Impartir instrucciones relativas a la ampliación, mejora y adaptación de las redes e instalaciones eléctricas de transporte o distribución de su competencia, y supervisar el cumplimiento de las mismas. Asimismo, determinar en qué casos la extensión de las redes se considera una extensión natural de la red de distribución o se trata de una línea directa o una acometida en aplicación de los criterios que establezca el Gobierno.

5. Inspección, en el ámbito de las instalaciones de su competencia, las condiciones técnicas y, en su caso, económicas de las empresas titulares de las instalaciones y el cumplimiento de las condiciones establecidas en las autorizaciones otorgadas.

6. Sanción, de acuerdo con la Ley, la comisión de las infracciones en el ámbito de su competencia.

7. Supervisión del cumplimiento de las funciones de los gestores de las redes de distribución en su respectivo territorio.

8. Fomento de las energías renovables de régimen especial y de la eficiencia energética en el territorio de su Comunidad.
JUSTIFICACIÓN

En la enumeración que se realiza en el artículo 3 del proyecto de ley,  basado en el sistema de distribución constitucional de competencias, sólo se mencionan aquellas que corresponden a la Administración General del Estado. Dejando sin mención, en cambio, a cuáles son las competencias que corresponden a las Comunidades Autónomas. Lo cual genera confusión a la hora de materializar y aplicar las mismas.
ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 4.4 AL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 4. Planificación eléctrica. Punto 4., quedando su redacción de la siguiente forma:

 4. Los planes que se aprueben abarcarán periodos de seis años e incluirán criterios de flexibilidad en cuanto a su implementación temporal para adaptarse a la evolución real de la demanda de electricidad, sin perjuicio de su revisión cuando los parámetros y variables que sirvieron de base para su elaboración resultaran no conformes con la realidad. 

Excepcionalmente y por Acuerdo del Consejo de Ministros se podrá proceder a una revisión de la planificación cuando, de acuerdo a los criterios de planificación establecidos, se haya presentado un hecho imprevisto que pudiera afectar de manera significativa a la garantía y seguridad de suministro, o concurran razones de eficiencia económica del sistema o concurran razones de nuevos suministros en los cuales la inversión de conexión con las instalaciones de transporte vayan a ser sufragadas íntegramente por el promotor de la conexión. Estas actuaciones deberán ser propuestas por el operador del sistema y gestor de la red de transporte motivando su carácter excepcional y serán contempladas en el plan anual de instalaciones de la red de transporte.

La planificación de la red de transporte de energía eléctrica, incluyendo las eventuales revisiones que pudieran realizarse, se llevará a cabo sujetándose al principio de sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico previsto en el artículo 14 y teniendo en cuenta los límites de inversión anual que se establezcan reglamentariamente.

JUSTIFICACIÓN
Los planes de desarrollo de la red de transporte que se aprueben según el proyecto de ley,  abarcarán periodos de seis años, estando prevista la posibilidad de revisión de los mismos UNICAMENTE cuando se presenten hechos imprevistos que pudieran afectar de manera significativa a la garantía y seguridad de suministro, o concurran razones de eficiencia económica del sistema. 

A tenor de la redacción actual quedarían claramente  fuera de la revisión de la planificación nuevos suministro de energía que se produjeran en el periodo de 6 años, al no concurrir los requisitos que establece el proyecto de ley de afectación a la garantía y seguridad de suministro, o concurran razones de eficiencia económica del sistema, es decir,  la instalación de una nueva fábrica o proceso productivo que necesite de una nueva conexión a las redes no podría realizarse, pues no cumpliría con los criterios anteriores y se abocaría a la misma a esperar 6 años y ser introducida en el siguiente proceso de planificación, lo cual supondría que la oportunidad de negocio y de creación de riqueza productiva desaparecería, o instalar  laboratorios tecnológicos de última generación etc. etc. Situaciones reales que incomprensiblemente actualmente se producen, que generan perdida actividad económica y empleo.

Además con la redacción propuesta, los nuevos suministros además de ser beneficiosos para la actividad económica, lo serían para el propio sistema eléctrico, pues generarían más ingresos por peajes, lo que ayudaría a la contención del déficit de tarifa, además con la citada  redacción propuesta se evitaría en incurrir en nuevos costes al sistema eléctrico, pues únicamente se autorizarían por el método excepcional aquellos nuevos suministros en los cuales la inversión de conexión con las instalaciones de transporte vayan a ser sufragadas íntegramente por el promotor de la conexión.
ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 7.2 AL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 7. Garantía del suministro. Punto 2., párrafo primero, quedando su redacción de la siguiente forma:
1. El Gobierno en el ámbito de sus competencias podrá adoptar, para un plazo determinado, las medidas necesarias para garantizar el suministro de energía eléctrica cuando concurra alguno de los siguientes supuestos:
JUSTIFICACIÓN
El suministro de energía eléctrica se define, en el propio proyecto de ley, como la entrega de energía a través de las redes de transporte y distribución mediante contraprestación económica en las condiciones de regularidad y calidad que resulten exigibles.

Las redes de distribución, así como las redes de transporte secundario, entre otras instalaciones,  son instalaciones de competencia autonómica y por tanto la actual redacción supondría la vulneración  del reparto competencial constitucional entre la administración central y las administraciones autonómicas, por ello se propone que las medidas que haya que adoptar en instalaciones competencia de las comunidades autónomas las mismas se adopten mediante acuerdo con las mismas.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 7.2.c) DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 7. Garantía del suministro. Punto 2., apartado c), quedando su redacción de la siguiente forma:
c) Situaciones de las que se pueda derivar amenaza grave para la integridad física o la seguridad de las personas, de aparatos o instalaciones o para la integridad de la red de transporte o distribución de energía eléctrica y en colaboración con las comunidades autónomas afectadas.
JUSTIFICACIÓN
Se debe claramente concretar que se está refiriendo a amenazas graves, en otro sentido se vulnerarían competencias autonómicas, así como que se actuara en colaboración con las comunidades autónomas en dichas situaciones.

El suministro de energía eléctrica se define, en el propio proyecto de ley, como la entrega de energía a través de las redes de transporte y distribución mediante contraprestación económica en las condiciones de regularidad y calidad que resulten exigibles.

Las redes de distribución, así como las redes de transporte secundario, entre otras instalaciones,  son instalaciones de competencia autonómica y por tanto la actual redacción supondría la vulneración  del reparto competencial constitucional entre la administración central y las administraciones autonómicas

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 7.5 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 7. Garantía del suministro. Punto 5., párrafo primero, quedando su redacción de la siguiente forma:
5. Cuando las medidas adoptadas por el Gobierno de acuerdo con lo previsto en el apartado 2 afecten únicamente a una Comunidad Autónoma, la decisión se adoptará de acuerdo con ésta.
.
JUSTIFICACIÓN

El suministro de energía eléctrica se define, en el propio proyecto de ley, como la entrega de energía a través de las redes de transporte y distribución mediante contraprestación económica en las condiciones de regularidad y calidad que resulten exigibles.

Las redes de distribución, así como las redes de transporte secundario, entre otras instalaciones,  son instalaciones de competencia autonómica y por tanto la actual redacción supondría la vulneración  del reparto competencial constitucional entre la administración central y las administraciones autonómicas

ENMIENDA DE SUPRESIÓN  AL ARTÍCULO 9.3 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
Enmienda de eliminación de texto. Título II. Ordenación del suministro.  
· Eliminar el apartado 3 del artículo 9. Autoconsumo de energía eléctrica, referido la obligación de todos los consumidores de contribuir a los costes y servicios del sistema por la energía autoconsumida.  

Artículo 9. Autoconsumo de energía eléctrica
3. Todos los consumidores sujetos a cualquier modalidad de autoconsumo tendrán la obligación de contribuir a los costes y servicios del sistema por la energía autoconsumida, cuando la instalación de generación o de consumo esté conectada total o parcialmente al sistema eléctrico.

Para ello estarán obligados a pagar los mismos peajes de acceso a las redes, cargos asociados a los costes del sistema y costes para la provisión de los servicios de respaldo del sistema que correspondan a un consumidor no sujeto a ninguna de las modalidades de autoconsumo descritas en el apartado anterior.

El Gobierno podrá establecer reglamentariamente reducciones en dichos peajes, cargos y costes en los sistemas no peninsulares, cuando las modalidades de autoconsumo supongan una reducción de los costes de dichos sistemas.

JUSTIFICACIÓN

Se trata de evitar de inicio la regulación del autoconsumo con peajes de respaldo. Estos peajes pueden frenar el desarrollo del autoconsumo respecto a la situación actual, en la que estos peajes no existen.

Existen varias razones que justifican la eliminación del peaje de respaldo.

1 La modificación de la estructura de los peajes llevada a cabo por la Orden IET/1491/2013, publicada en el BOE el 1 de agosto, por la que se revisan los peajes de acceso de energía eléctrica para su aplicación a partir de agosto de 2013, incrementó de forma notable el término de potencia de los peajes de acceso, de tal manera que el autoconsumidor pagará a partir de la aprobación de esta orden una cantidad significativamente mayor que antes. Con esto se asegura un alto nivel de recuperación de las inversiones.

2 La aplicación práctica de los peajes de respaldo crea una gran complejidad para pequeñas instalaciones, que a medio y largo plazo pueden tener un gran papel en el desarrollo del sistema eléctrico.

3 Dado que las pequeñas instalaciones de autoconsumo que se incorporen al sistema van a estar diseñadas exclusivamente para consumo propio y no para ceder energía a la red, no tiene sentido cobrar peajes.
4 Entra dentro de las libertades de los ciudadanos decidir la manera en la que gestiona su energía dentro de su propia instalación, bien a través de ahorro como generándola internamente.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 11.6 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 11. Intercambios intracomunitarios e internacionales de electricidad. Punto 6., quedando su redacción de la siguiente forma:
6. El régimen jurídico y económico al que se someterán los intercambios intracomunitarios e internacionales se regulará reglamentariamente respetando los principios de competencia y transparencia que han de regir el mercado de producción. En todo caso, los sujetos que realicen operaciones de exportación de energía eléctrica habrán de abonar los costes del sistema que proporcionalmente les correspondan. Así mismo las exportaciones de energía eléctrica estarán exentas del Impuesto sobre el valor de la producción y las importaciones estarán gravadas con el citado Impuesto.
JUSTIFICACIÓN

 Según la actual Ley en vigor del Sector Eléctrico, el régimen jurídico y económico al que se deben someter los intercambios intracomunitarios e internacionales deben respetar los principios de competencia y transparencia que han de regir el mercado de producción. En todo caso, los sujetos que realicen operaciones de exportación de energía eléctrica habrán de abonar los costes del sistema que proporcionalmente les correspondan

Pues bien la actual no sujeción de las importaciones al impuesto sobre el valor de la producción de energía eléctrica es contraria a los citados principios de competencia y transparencia, otorgando a dicha energía importada una ventaja económica competitiva (en la medida en la que la importación es sustitutiva de la producción en territorio nacional) de difícil encaje con el ordenamiento jurídico nacional

Lo mismo ocurriría respecto al ordenamiento jurídico comunitario. A este respecto, es de destacar el considerando (1) de la Directiva 2009/72/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 13 de julio de 2009 sobre normas comunes para el mercado interior de la electricidad y por la que se deroga la Directiva 2003/54/CE:

“…fomentar el comercio transfronterizo, a fin de conseguir mejoras de la eficiencia, precios competitivos, un aumento de la calidad del servicio y una mayor competitividad, y de contribuir a la seguridad del suministro y a la sostenibilidad.”

Así, el hecho de que las importaciones de energía eléctrica no soporten este impuesto sería contrario a los principios y objetivos recogidos en dicha Directiva europea.

Por otro lado, el impuesto sobre el valor de la producción de energía eléctrica sería en la práctica soportado también por las exportaciones de energía eléctrica producida en España, lo cual haría que los productores españoles pasaran a tener una posición de desventaja económica competitiva igualmente de difícil encaje con el ordenamiento jurídico comunitario y nacional de acuerdo a lo anteriormente descrito.

.

ENMIENDA DE SUPRESIÓN AL ARTÍCULO 13.3.c) DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Eliminar el apartado 3 c) del artículo 13 Sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico referido a los costes del sistema eléctrico.  

c) retribución del extracoste de la actividad de producción en los sistemas eléctricos en los territorios no peninsulares con régimen retributivo adicional,
JUSTIFICACIÓN

Los extracostes eléctricos no peninsulares es una singularidad reconocida que se debe afrontar para evitar diferencias por razón de las diferentes condiciones y oportunidades territoriales. Suponen además una carga muy importante para el sistema de tarifas de acceso de cerca de 1.800 M€ anuales. Por la fuerte distorsión de costes que introducen en el sistema, y de forma similar a la que otros costes adicionales no peninsulares son considerados, creemos que el Estado debería asumir dichos costes en los Presupuestos Generales del Estado. Además de evitar la distorsión en tarifas, se fomentaría la tendencia a la mejora de la eficiencia económica de estos costes en el sistema.

ENMIENDA DE SUPRESIÓN AL ARTÍCULO 13.3.k) DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Eliminar el apartado 3 k) del artículo 13 Sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico referido a los costes del sistema eléctrico.  
k) medidas de gestión de la demanda, en el caso en que así sean reconocidos conforme a lo establecido en el artículo 49,
JUSTIFICACIÓN

El concepto de gestión de demanda asociada a los servicios de regulación que los consumidores pueden prestar al sistema en el proceso de ajuste de la demanda eléctrica no debería ser una actividad regulada. Debería considerarse más bien una actividad asociada a los servicios complementarios de ajuste del mercado mayorista de electricidad del sistema, y por tanto con una asignación más eficiente de recursos, y en competencia con otros sistemas de regulación, como son las de los productores de electricidad y por ello estar incluidos en el término de energía y no de peajes y cargos del sistema..

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 14.3 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificación del Artículo 14 punto 3., quedando su redacción de la siguiente forma:

3. Para el cálculo de la retribución de las actividades de transporte, distribución, gestión técnica y económica del sistema, y producción en los sistemas eléctricos de los territorios no peninsulares con régimen retributivo adicional se considerarán los costes necesarios para realizar la actividad por una empresa eficiente y bien gestionada, mediante la aplicación de criterios homogéneos en todo el territorio español, sin perjuicio de las especificidades previstas para los territorios no peninsulares. Estos regímenes económicos permitirán la obtención de una retribución adecuada a la de una actividad de bajo riesgo.

Estos criterios anteriores serán de aplicación a las retribuciones asociadas a inversiones y costes incurridos tras su definición y durante la vigencia de los referidos criterios.
JUSTIFICACIÓN

El punto 3 del artículo 14 establece los principios sobre los que debe establecerse la retribución de la actividad de Distribución y otras actividades reguladas, siendo estos: la consideración de los costes incurridos por una empresa eficiente y bien gestionada, la aplicación de criterios homogéneos en todo el territorio español y la consideración de estas actividades como de bajo riesgo.

Todo criterio que se establezca, debe ser de aplicación a partir del momento en que éste se defina y entre en vigor, evitando así episodios de regulación retroactiva, a los que en otras ocasiones se ha visto sometida la actividad de distribución.

Por ello, se propone clarificar que los criterios de empresa eficiente y bien gestionada, serán bajo los que se establecerá la retribución de las actividades reguladas mencionadas en el artículo 14, tras la aprobación de la Ley del Sector Eléctrico y una vez éstos hayan sido definidos y concretados.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 14.8.c) DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 14. Retribución de las actividades. Punto 8, apartado c).,   quedando su redacción de la siguiente forma:

c) Al efecto de permitir una retribución adecuada a la de una actividad de bajo riesgo, la tasa de retribución financiera del activo con derecho a retribución a cargo del sistema eléctrico de las empresas de transporte y distribución estará referenciado al rendimiento de las Obligaciones del Estado a diez años en el mercado secundario incrementado con un diferencial adecuado.

Para el caso de activos que puedan llevar asociado un mayor riesgo por su carácter tecnológico, éste diferencial se verá incrementado para reflejar esta circunstancia.

JUSTIFICACIÓN

Permitir un diferencial superior sobre las Obligaciones del Estado a 10 años a aquellas inversiones de la actividad de transporte y distribución con riesgo tecnológico 

El artículo 14 en su punto 8 apartado c), determina que se aplicará un diferencial adecuado a la referencia de las Obligaciones del Estado a diez años para establecer la tasa de retribución financiera de los activos de la actividad de transporte y distribución.

La tasa de retribución permitida tiene una especial relevancia en el contexto de las Smart Grids y la generación distribuida, en el que será necesario acometer grandes inversiones y favorecer el acceso a la financiación de las empresas distribuidoras. Estas nuevas inversiones, debido a su singularidad, requieren de una rentabilidad permitida superior al resto de inversiones acometidas, motivado por el riesgo que conllevan inversiones innovadoras con un mayor grado de incertidumbre. 

Este mayor riesgo, asociado a la evolución de las redes de distribución tradicionales hacia las redes inteligentes, es reconocido a través de diferenciales superiores en la gran mayoría de países de nuestro entorno.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 14.8.c) DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar Artículo 14. Retribución de las actividades. Punto 8, apartado c).,   quedando su redacción de la siguiente forma:

c) Al efecto de permitir una retribución adecuada a la de una actividad de bajo riesgo, la tasa de retribución financiera del activo con derecho a retribución a cargo del sistema eléctrico de las empresas de transporte y distribución estará referenciado al coste medio ponderado de los capitales  de cada una de estas actividades (WACC de transporte y WACC de distribución) 

· Propuesta de nueva  Disposición Transitoria duodécima. Tasa de retribución 

En relación a la referencia establecida en el artículo 14.8c) para el establecimiento de la tasa de retribución financiera del activo con derecho a retribución de las empresas de transporte y distribución, ésta será de aplicación en el segundo periodo regulatorio y en adelante.

Durante el primer periodo regulatorio, la tasa de retribución permitida tomará el valor de 6,5% para las retribuciones percibidas en los ejercicios 2014 y 2015, incrementándose la tasa respecto a ese valor inicial en 25 puntos básicos anuales a partir de esa fecha hasta alcanzar el valor del WACC.
JUSTIFICACIÓN
Modificación de la referencia considerada para fijar la Tasa de Retribución financiera de los activos, del rendimiento de las Obligaciones del estado a 10 años al WACC de la actividad 

El artículo 14 en su punto 8 apartado c), determina que la referencia a emplear para establecer la tasa de retribución financiera de los activos de la actividad de distribución será el rendimiento de las Obligaciones del Estado a diez años.

Ello supone un cambio no justificado en la actividad, donde la legislación que la ha regulado desde el año 2008, establecía de forma rigurosa que la tasa de retribución se calculara en base al “coste medio ponderado representativo de la actividad”, es decir, el WACC de distribución, metodología casi universalmente aceptada y aplicada por los reguladores del entorno.

Adicionalmente, la no consideración del WACC de la actividad supone ignorar el coste real de los capitales invertidos por las empresas, el nivel de apalancamiento a la hora de financiar las inversiones, el riesgo de la actividad y el riesgo del país donde se opera. 

La propia Comisión Nacional de Mercados y Competencia (anteriormente CNE) siempre ha soportado tal metodología y empleado en todas sus propuestas de tasa de retribución en el WACC de la actividad como referencia. 

Debido a la especial situación que atraviesa el sector eléctrico, y de cara a que esta modificación en la metodología retributiva propuesta para las actividades de trasporte y distribución no suponga un impacto económico que dificulte la definitiva solución al déficit tarifario, se propone un periodo transitorio hasta su entrada en vigor.
ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 14.7 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar  el Artículo 14. Retribución de las actividades. En su punto 7.,  sexto párrafo, quedando su redacción de la siguiente forma:
El régimen retributivo no sobrepasará el nivel mínimo necesario para cubrir los costes que permitan competir a las instalaciones en nivel de igualdad con el resto de tecnologías en el mercado y que posibiliten obtener una rentabilidad razonable por referencia a la instalación tipo en cada caso aplicable. Esta rentabilidad razonable girará, antes de impuestos, sobre el rendimiento medio en el mercado secundario de las Obligaciones del Estado a diez años aplicando el diferencial adecuado, que necesariamente se establecerá sobre el Coste Medio Ponderado del Capital. Excepcionalmente el régimen retributivo podrá incorporar además un incentivo a la inversión y a la ejecución en plazo determinado cuando su instalación suponga una reducción significativa de los costes en los sistemas de los territorios no peninsulares. Este régimen retributivo será compatible con la sostenibilidad económica del sistema eléctrico de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13 y estará limitado, en todo caso, a los objetivos de potencia que se establezcan en la planificación en materia de energías renovables y de ahorro y eficiencia.

JUSTIFICACIÓN

A. Inadecuación del criterio de las Obligaciones del Estado sobre la vida regulatoria restante de las instalaciones.

La utilización de este criterio de las Obligaciones del Estado a diez años, aún a futuro, es inadecuada, porque no se tiene constancia de que exista un modelo retributivo similar al reflejado en el Proyecto de Ley en ninguna jurisdicción de la Unión Europea, así como tampoco en otros países de cuyos sistemas de apoyo se tiene conocimiento a través de asociaciones internacionales de organismos reguladores. Así lo ha puesto, además, de manifiesto la propia CNE en su Informe 18/2013, de 4 de septiembre.
También resulta inadecuada por otras dos razones fundamentales:

1. No permite tomar en consideración las particularidades del negocio o actividad sobre la que se aplica.

Así, en primer lugar, el criterio del bono del Estado supone trasladar al inversor el riesgo de fluctuaciones de un índice completamente ajeno a la naturaleza de la inversión retribuida, que está sujeta a diversos riesgos particulares.

Así, el criterio del bono u obligación del Estado no toma en consideración diversos riesgos que es necesario ponderar para determinar la rentabilidad de una inversión en un sector tan específico como el energético, como: 

a) El riesgo tecnológico, habida cuenta de que se trata de un sector en alto grado de desarrollo en el que los equipos pueden quedar obsoletos en corto plazo, imponiéndose ciertas exigencias que tienden a garantizar la gestionabilidad del recurso y la seguridad del suministro (respuesta frente a huecos de tensión, mayor eficiencia energética, adscripción a centros de control, etc.). Este riesgo es mayor cuanto más antiguo es el proyecto, siendo éstos proyectos precisamente los que se ven más perjudicados por la reforma.

b) El riesgo regulatorio que supone que el rendimiento potencial al alza de una empresa sea mucho menor que su desventaja potencial, siendo un riesgo asimétrico derivado de las constantes modificaciones regulatorias que es necesario cubrir.

c) El coste de la deuda, aplicando un coeficiente que considere la desgravación de los intereses de la deuda.

d) El coste de oportunidad de un activo libre de riesgo (como el bono).

e) El riesgo de mercado y, especialmente, de la demanda de electricidad, que puede aumentar en momentos en los que la fuente no está disponible al tratarse de fuentes de energía variables y aún no almacenables.

En suma, es una mala práctica regulatoria el que se defina un criterio nuevo como el del bono para definir cuál será la rentabilidad que obtendrá el inversor a futuro, cuando, por un lado, la decisión de inversión ya está adoptada y, por otro, cuando en este tipo de inversión ese no es  criterio válido ni para el inversor que pone fondos propios, ni para el financiador que presta dinero.

2. No es el criterio utilizado hasta ahora por la CNE y por el Ministerio a la hora de determinar la rentabilidad razonable de los proyectos.

Hasta ahora las premisas utilizadas para el cálculo de la rentabilidad razonable, tanto por parte del Ministerio de Industria, Energía y Turismo, como por parte de la Comisión Nacional de la Energía (CNE, en lo sucesivo) han sido las siguientes:

a) Tanto el Ministerio  como la CNE  han fijado y determinado claramente los niveles de rentabilidad que se consideraban razonables y que el marco jurídico existente ofrecía a los inversores en energías renovables. Tales niveles de rentabilidad, vinculados a la Tasa Interna de Retorno (TIR), eran superiores a los que ahora se fijan ex – post para tales activos. 

b) Se ha considerado que la TIR debe ser, en todo caso, superior al coste medio ponderado del capital (Weighted Average Cost of Capital o WACC), dado que si fuera igual a dicho coste no se incluiría el beneficio empresarial. En todo caso, es doctrina consolidada, tanto en España como en el resto de países desarrollados, que tal rentabilidad, medida de acuerdo a la TIR, nunca puede ser inferior al WACC, ya que además debe reflejar otras características de los costes y activos reconocidos en la fórmula de retribución vigente.

c) La TIR no solo no puede ser inferior al WACC, sino que se ha de reconocer un cierto margen, diferencial o “spread” sobre el WACC, a fin de que se obtenga una rentabilidad mínima de la inversión, pues de otra forma el rendimiento o rentabilidad del proyecto sería igual a cero. 

B) Adecuación del criterio del Coste Medio Ponderado del Capital o WACC.
De acuerdo con manuales ampliamente utilizados en el ámbito profesional y académico, que ilustran la forma en que las empresas toman sus decisiones en la práctica, un inversor racional que se guía por criterios de mercado sólo invierte en proyectos que obtienen una rentabilidad superior al denominado Coste Medio Ponderado del Capital (“CMPC”) o Weighted Average Cost of Capital (“WACC”), de forma que el proyecto tenga un valor (neto presente) positivo.

El criterio del WACC, a diferencia del criterio del bono del Estado, sí que pondera el riesgo tecnológico así como el resto de riesgos inherentes a dicha actividad industrial.

Especialmente relevante es el Informe 16/2013, de 31 de julio, de la CNE sobre el Anteproyecto de Ley del Sector Eléctrico que considera que, a efectos de justificar metodológicamente la cuantificación del diferencial, éste debería fijarse en función de la diferencia entre el WACC de referencia de la actividad a retribuir, y el rendimiento de las Obligaciones del Estado. Por ello, propone que antes del inicio de cada periodo regulatorio de seis años, y dentro de la revisión de los parámetros de retribución, debería incluirse el cálculo del WACC de referencia de cada actividad.

El criterio del WACC ha sido, además, el criterio empleado por la CNE para el cálculo de la TIR hasta ahora, tal y como hemos avanzado. Así, podemos citar los siguientes documentos: 

a) La Consulta Pública de la CNE, de 28 de mayo de 2007, para la revisión de la metodología de estimación del coste de capital para actividades reguladas en el sector energético y;

b) El Informe núm. 33/2011 de la CNE de 21 de marzo de 2011, sobre la Propuesta de Real Decreto por el que se establece la retribución de la actividad de producción de energía eléctrica mediante tecnología eólica.  Dicho Informe, estima que la tasa interna de rentabilidad (TIR) ha de situarse, respecto a las instalaciones de tecnología eólica en torno al 8% después de impuestos  para obtener una rentabilidad razonable del proyecto. 

Debe destacarse, asimismo, que los países de nuestro entorno utilizan el WACC para el cálculo de la rentabilidad de los proyectos en el sector específico de la energía (Reino Unido, Holanda, e Irlanda, entre otros). También se utiliza el WACC en el cálculo de la retribución regulada de otros sectores liberalizados, como el de las telecomunicaciones en Francia. 

Asimismo, existen informes a nivel comunitario que abogan por la utilización del WACC. En este sentido podemos citar, la Memoria de 4 de julio de 2013 elaborada por el Consejo de Reguladores de Energía Europeo (CEER) sobre los aspectos reglamentarios de las condiciones de inversión de energía en los países europeos, que se refiere al WACC como criterio a considerar para la determinación de una rentabilidad adecuada
.

Así, podemos concluir que el criterio del WACC es más adecuado para el cálculo de la rentabilidad razonable del inversor, constituye una buena práctica regulatoria y viene siendo, además, el criterio empleado por la CNE para el cálculo de la TIR, siendo un criterio adecuado para la decisión del inversor. 

Por ello, esta enmienda propone que la nueva LSE calcule la rentabilidad expresamente sobre el WACC más un diferencial o, subsidiariamente, sobre el bono del Estado a diez años, pero calculando el diferencial adecuado necesariamente sobre el WACC, por todas las razones expuestas.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 14.7 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar  el Artículo 14. Retribución de las actividades. En su punto 7.,  octavo párrafo, quedando su redacción de la siguiente forma:
 A estos efectos, en ningún caso se tendrán en consideración no sólo los costes o inversiones que vengan determinados por normas o actos administrativos de aplicación en todo el territorio español sino también los derivados de tributos propios de las Comunidades Autónomas, recargos sobre tributos estatales u otras normas emanadas de las Comunidades Autónomas. Del mismo modo, sólo se tendrán en cuenta aquellos costes e inversiones que respondan exclusivamente a la actividad de producción de energía eléctrica.”

JUSTIFICACIÓN

El Proyecto de Ley (art. 14.7) establece que, para el cálculo de la rentabilidad razonable para las plantas de generación renovables y cogeneración no se tendrán en consideración costes o inversiones determinados por actos y normas autonómicos.

Es simplemente imposible establecer una rentabilidad razonable, tal y como la fija el Proyecto, si en la misma no se consideran costes o inversiones reales y legales, simplemente porque su origen procede de una administración territorial y no de la estatal. Ello es tanto como admitir que costes relevantes de explotación pueden, por el mero hecho de ser tributos o costes no tributarios autonómicos (siendo un coste previsto, previsible y preocupante por la proliferación de este tipo de tributos), no tomarse en cuenta y dejar a un proyecto sin rentabilidad razonable e incluso  sin cubrir sus costes.

Además, no hay un precepto equivalente en los preceptos que disciplinan la actividad de transporte y distribución que impida considerar este tipo de costes. Es decir, los tributos que deben pagar los distribuidores y transportista (por ejemplo los cánones por ocupación o cualquier impuesto  se podrá tomar en consideración en la retribución a percibir) forman parte de sus costes de explotación. 

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 16.2 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 16. Peajes de acceso a las redes y cargos asociados a los costes del sistema. punto 2., quedando su redacción de la siguiente forma:
2. Los peajes que deberán satisfacer los consumidores tendrán en cuenta las especialidades por niveles de tensión y la función de que desempeñen dichos niveles de tensión como transporte, subtransporte  o distribución de energía eléctrica  y las características de los consumos por periodos horarios y potencia.
La metodología utilizada para la determinación de los peajes no será discriminatoria en base a los distintos niveles de tensión y sus funciones que puedan ejercer como transporte, subtransporte o distribución que existan en las distintas zonas geográficas. 

Los peajes que deberán satisfacer los productores de energía eléctrica se regularan reglamentariamente, y adicionalmente tendrán en cuenta la energía vertida a las redes.
JUSTIFICACIÓN

Todo ello al objeto de mejorar la eficiencia competitividad de la pequeña y media empresa, la cual esta discriminada en determinados territorios pues el despliegue de las redes de transporte secundario y de distribución que ejercen funciones de subtransporte no es homogénea, lo cual conlleva por ejemplo que una misma suministro a empresas de gran consumo pueden estar penalizadas en un 75 % en sus peajes dependiendo del territorio en que esté conectado, al tener un coste de peajes de acceso diferente, lo cual conlleva a una pérdida de competitividad importante para las citadas empresas que resulta discriminatorio, cuando hoy en día los costes energéticos lastran la citada competitividad.

Se puede indicar que el nivel de 30 kV en unos determinados territorios del estado no tiene la misma función que otras redes de media tensión (como p.e. 20 kV), sino que realizan una función de sub-transporte similar a la que hacen las redes de 45 o 66 kV en otros territorios, ya que de hecho, alimenta mediante subestaciones 30/13 a una red media tensión de 13 kV. Por ello y con objeto de avanzar hacia una mejor asignación de costes para los clientes conectados a la misma, es decir mediana y pequeña empresa y la mejora de su competitividad, debe incluir como criterio para establecer los peajes la función que las citadas redes desempeñes de transporte, subtransporte o pura distribución, ya que de otro modo, se discriminaría a unos consumidores frente a otros.
ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA LETRA c) AL ARTÍCULO 16.1 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Añadir un nuevo párrafo 1. c) al  Artículo 16. Peajes de acceso a las redes y cargos asociados a los costes del sistema, quedando su redacción de la siguiente forma:
1.c) La reducción de impuestos energéticos aplicable a los subsectores industriales en los que los costes eléctricos puedan afectar de forma negativa a su competitividad internacional en base a razones coyunturales y en conformidad con la normativa europea.
JUSTIFICACIÓN

Diversos sectores que compiten a nivel internacional están pasando por un momento de profunda preocupación por su futuro. El incremento de los costes energéticos regulados supone además la pérdida de competitividad en sectores que fundamentalmente su actividad se basa en una cartera de pedidos a nivel internacional, en competencia con empresas del resto del mundo. Por ello, se considera necesario posibilitar la  introducción de medidas temporales para reducir la pérdida de competitividad por el concepto de costes energéticos.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 16.3 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 16. Peajes de acceso a las redes y cargos asociados a los costes del sistema. punto 3., quedando su redacción de la siguiente forma:
 3. El Gobierno, previo informe de la  Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, establecerá la metodología de cálculo de los cargos que deberán satisfacer los consumidores y, en su caso, los productores de energía eléctrica, y que cubrirán los costes del sistema que se determinen, sin perjuicio de lo dispuesto para los peajes de transporte y distribución.

Dichos cargos podrán tener en cuenta la estructura de peajes de acceso existentes.
JUSTIFICACIÓN

El art. 16.3 del Proyecto de Ley atribuye al Gobierno la aprobación de la metodología del cálculo de los cargos necesarios para cubrir los costes del sistema, previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

Asimismo, el art. 3.6 de dicho Proyecto, al regular las competencias de la Administración General del Estado, señala que “corresponde al Gobierno regular la estructura de los cargos por costes regulados y de los peajes por uso de las redes de transporte y distribución”.

Al efecto debe tenerse en cuenta que la Directiva 2009/72/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 13 de julio de 2009, sobre normas comunes para el mercado interior de la electricidad, señala como competencia necesaria del regulador, o bien la fijación de las tarifa de acceso o bien el establecimiento de la metodología. Así, según el art. 37.1 de la Directiva 2009/72/CE, la autoridad reguladora tendrá las siguientes obligaciones: “establecer o aprobar, de conformidad con criterios transparentes, las tarifas de transporte o distribución o sus metodologías”.

La razón de esta competencia es evitar que la fijación de la tarifa de acceso no se vea afectada por otras connotaciones de política energética o de política social, industrial, etc., distintas a las del funcionamiento ortodoxo del sistema. 

Sin embargo, siguiendo la línea del Real Decreto-ley 13/2012 y la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, el Estado español sólo cedió a atribuir dichas competencias al organismo regulador en relación con la fijación de la metodología de una de las partes de la tarifa de acceso, la relativa al transporte y distribución. 

La disposición de la Directiva queda desvirtuada y no cumple su finalidad si sólo se atribuye a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia la fijación de la metodología del cálculo del peaje relativo al transporte y distribución, y un mero informe previo, no vinculante, en relación a la fijación de la metodología de cálculo de los cargos. 

Si el Estado se reserva o atribuye la potestad de establecer la estructura de los cargos y de los peajes está desvirtuando de una forma relevante la competencia indiscutible del regulador de aprobar la metodología para el cálculo, y se dejaría de lado otros costes regulados cuya determinación el Gobierno ha alterado tradicionalmente (véanse las múltiples Sentencias del Tribunal Supremo sobre las órdenes de peajes) para no subir el precio del peaje lo necesario conforme a la normativa. 

La propia CNE, en su Informe 16/2013 al Anteproyecto de Ley del Sector Eléctrico considera necesario, como ya se indicó en su Informe 18/2011 de la CNE sobre el Anteproyecto de Ley por el que se modifica la LSE (el actual Real Decreto-ley 9/2013), que se realice una transposición de la Directiva similar a la de otros países de la Unión Europea y, en este sentido, que la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia establezca la metodología de asignación de la totalidad de los costes que deben recuperarse a través de los peajes de transporte y distribución y cargos.

Por todo ello, entendemos que el Proyecto de Ley invade las competencias del regulador y puede suponer una vulneración de las Directivas comunitarias.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 16.3 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 16. Peajes de acceso a las redes y cargos asociados a los costes del sistema. punto 3., quedando su redacción de la siguiente forma:
3. El Gobierno, previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados de la Competencia, establecerá la metodología de cálculo de los cargos que deberán satisfacer los consumidores y, en su caso, los productores de energía eléctrica, y que cubrirán los costes del sistema que se determinen, sin perjuicio de lo dispuesto para los peajes de transporte y distribución.

Dichos cargos podrán tener en cuenta la estructura de peajes de acceso existentes.”

JUSTIFICACIÓN

El Proyecto de Ley, en el art. 13.2, considera ingresos del sistema tanto los peajes de acceso a las redes de transporte y distribución, como los cargos que se establezcan para el pago de las otras partidas de costes siempre que “no sean cubiertas por otros ingresos”. 

Hasta ahora, los productores de energía eléctrica han pagado únicamente los “peajes de generación”, es decir, los peajes por el acceso a las redes y entendemos que esta situación debe mantenerse en la nueva Ley del Sector Eléctrico.

Así, mientras que los consumidores han de abonar tanto el peaje de acceso a las redes de transporte y distribución, como los demás “cargos” que se establezcan (siguiendo la nueva terminología introducida por el Proyecto de Ley), los productores únicamente habrían de abonar los peajes de acceso, dado que se trata de costes en los que incurre el sistema para el suministro de energía eléctrica al consumidor, no son costes del suministro.

La redacción del art. 16.3 que incluye la referencia “y, en su caso, los productores de energía eléctrica”, da a entender, sin embargo, que los cargos no son financiados sólo por los consumidores, sino también por los productores y, por ello, ha de eliminarse dicha mención.

La redacción del art. 16.3 del Proyecto puede deberse al hecho de que, paralelamente a la novedosa distinción entre los peajes y los cargos que introduce el Proyecto, el art. 13.3 ha incluido nuevos conceptos entre los costes del sistema, imponiéndose, en algunos casos, su financiación a cargo de los productores, a pesar de tener que ser sufragados por los consumidores (como en el caso de los mecanismos de capacidad, que han de ser financiados por todos los comercializadores y consumidores directos en mercado), o a pesar de obedecer a decisiones de política energética, social o industrial, sin que debieran considerarse verdaderos costes del sistema.

A mayor abundamiento, la Consulta de la Comisión Europea de 15 de noviembre de 2012, sobre las formas de financiación de los pagos por capacidad, recomendó
 que los mecanismos de capacidad, cuando sean precisos, deben de ser sufragados por la demanda, dado que es la que se beneficia de los cargos. De modo paralelo, debe aplicarse idéntica doctrina respecto a los costes y cargos del sistema cuyo beneficiario es el consumidor.  

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 19  DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 19. Desajustes temporales entre ingresos y costes del sistema., quedando su redacción de la siguiente forma:

1. Se entenderá que se producen desajustes temporales entre ingresos y costes del sistema eléctrico si como resultado de las liquidaciones de cierre del sistema eléctrico en un ejercicio resultara un déficit o superávit de ingresos.

2. Si en las liquidaciones mensuales a cuenta y/o de cierre de un ejercicio aparecieran déficits de ingresos, dichos déficits serán financiados por el Instituto de Crédito Oficial.

3. Los déficits de ingresos que pudieran resultar de las liquidaciones del sistema eléctrico en cada ejercicio serán considerados costes liquidables del sistema del ejercicio siguiente, y los peajes o cargos que correspondan se revisarán en al menos un total equivalente.

4. Los superávit de ingresos que pudieran resultar de las liquidaciones del sistema eléctrico en cada ejercicio serán considerados ingresos liquidables del sistema del ejercicio en curso y se destinarán, a la reducción de las cantidades pendientes de devolución correspondientes a desajustes de años anteriores.

5. En todo caso, mientras las partidas de costes del sistema eléctrico reflejen pagos que correspondan a deudas pendientes de años anteriores, los cargos no podrán ser revisados a la baja.
JUSTIFICACIÓN

El Real Ley 6/2009 estableció que a partir de 2013, el principio de suficiencia de los peajes de acceso para satisfacer la totalidad de los costes de las actividades reguladas de modo que, a partir de dicho momento, no pueda aparecer déficit tarifario. Y el Real Decreto Ley  14/2010 mantuvo el objetivo de eliminación de la aparición de nuevo déficit en el sistema eléctrico a partir del 2013, así como normativas posteriores que ahondan en dichos principios.
En el actual proyecto de Ley se establece en su artículo 13 el principio de sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico, entendiéndose por tal la capacidad para satisfacer la totalidad de los costes del mismo, asi como que los ingresos del sistema deberán ser suficientes para satisfacer la totalidad de los costes del sistema eléctrico.
Así mismo la nueva ley establece un teórico mecanismo de control para cuando los déficits superen determinadas cuantías. En concreto, el artículo 19 establece que cuando el déficit de ingresos de un ejercicio supere el 2% de los mismos, o cuando el déficit acumulado de varios ejercicios supere el 5% de los ingresos esperados para un determinado ejercicio, los peajes y/o cargos deberán ser revisados, al menos, en la cuantía en que dichos límites son superados, pero no obliga a la eliminación del déficit total.

Con ello, viene a reconocer implícitamente la posibilidad de existencia de déficits y su perpetuación en el tiempo en el caso de que no se superen los umbrales previstos.

Los principios inspiradores de la ley persiguen la sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico, entendida como el equilibrio entre los ingresos y los costes del mismo como se señalaba anteriormente.

Con objeto de cumplir con dichos principios, y no incrementar los desequilibrios que ocasiona el déficit estructural del sistema, resulta más adecuado que los déficits de ingresos sean tratados de igual manera que los superávits.

Por ello, cuando en las liquidaciones de cierre del sistema eléctrico en un ejercicio resultara un déficit de ingresos, la totalidad del mismo deberá ser considerado coste liquidable del sistema del ejercicio siguiente. En consecuencia deberá efectuarse una revisión de peajes y/o cargos en al menos un total equivalente, que se destinará a devolver a los agentes financiadores las cantidades aportadas, incluyendo un tipo de interés en condiciones equivalentes a las del mercado.

Por otra parte, se obliga a los agentes sujetos al sistema de liquidaciones a financiar los déficits que se originen en las liquidaciones mensuales a cuenta, sin que ello de lugar al reconocimiento del coste financiero soportado y sin que la cuantía a financiar se halle limitada  en modo alguno. Dicha obligación debe llevar aparejada el reconocimiento de un coste financiero adecuado de manera que no suponga un quebranto patrimonial a dichas empresas.
ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 21.4  DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificación del Artículo 21 punto 4., quedando su redacción de la siguiente forma:

Artículo 21. Actividades de producción de energía eléctrica

4. Los titulares de las autorizaciones estarán obligados a mantener la capacidad de producción prevista en las mismas y a proporcionar a la Administración la información que se les requiera de cuantos datos afecten a las condiciones que determinaron su otorgamiento.

Se entenderá por capacidad de producción la capacidad de la instalación para generar energía eléctrica cuando lo requiera el operador del sistema. A estos efectos, y para la comprobación de dicha capacidad de producción, el operador del sistema podrá dictar instrucciones de acuerdo a los procedimientos que se aprueben por el Ministro de Industria, Energía y Turismo.

El incumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos en las autorizaciones o la variación sustancial de los presupuestos que determinaron su otorgamiento podrá dar lugar a su revocación.
JUSTIFICACIÓN
En al Artículo 21.4 del Proyecto de Ley se introduce una definición de cómo se ha de entender la obligación de mantenimiento de la capacidad de producción prevista en las autorizaciones:
“Se entenderá por capacidad de producción la capacidad de la instalación para generar energía eléctrica cuando lo requiera el operador del sistema. A estos efectos, y para la comprobación de dicha capacidad de producción, el operador del sistema podrá dictar instrucciones de acuerdo a los procedimientos que se aprueben por el Ministro de Industria, Energía y Turismo.”
Mientras la Ley 54/1997 definía la obligación como “mantener la capacidad de producción prevista en las [autorizaciones]”, bajo la redacción propuesta en el Proyecto de Ley dicha obligación se concreta en “generar energía eléctrica cuando lo requiera el operador del sistema”. Este añadido es muy significativo, ya que constituye a todos los efectos una obligación de disponibilidad en todo momento y circunstancia, lo cual no es ni necesariamente eficiente ni compatible con una actividad desarrollada en un mercado en libre competencia. De hecho, esta disposición limitaría la libertad de los agentes para gestionar la disponibilidad de sus instalaciones, lo cual tiene evidentes repercusiones económicas (incluso sobre la propia viabilidad de dichas instalaciones).

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 26.2 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 26. Derechos y obligaciones de los productores de energía eléctrica. Punto 2,  quedando su redacción de la siguiente forma:
2. La energía eléctrica procedente de instalaciones que utilicen fuentes de energía renovable y, tras ellas, la de las instalaciones de cogeneración de alta eficiencia y residuos, tendrá prioridad de despacho a igualdad de condiciones económicas en el mercado, sin perjuicio de los requisitos relativos al mantenimiento de la fiabilidad y la seguridad del sistema, en los términos que reglamentariamente se determinen por el Gobierno. 

Sin perjuicio de la seguridad de suministro y del desarrollo eficiente del sistema, los productores de energía eléctrica procedente de fuentes de energía renovables y de cogeneraciones de alta eficiencia y residuos tendrán prioridad de acceso y de conexión a la red, en los términos que reglamentariamente se determinen, sobre la base de criterios objetivos, transparentes y no discriminatorios.

JUSTIFICACIÓN

El hasta ahora vigente régimen jurídico y económico de las instalaciones acogidas al régimen especial establecido en la Ley 54/1997 del Sector eléctrico y su normativa de desarrollo, reconoce el derecho a la prioridad de acceso a las redes para todas las instalaciones del régimen especial incluidos los residuos, así como la de incorporar su energía excedentaria al sistema.

Asi mismo el presente proyecto de ley reconoce a la parte biodegradable de los Residuos Urbanos la consideración de biomas y por tanto de energía renovable.
No se considera adecuado por vulnerar la seguridad jurídica de las instalaciones de residuos actualmente inscritas en el registro correspondiente el no reconocimiento de la prioridad de conexión y acceso a las redes para las citadas instalaciones de residuos, así como que podría constituir una medida de carácter retroactiva.

Por todo ello se propone su inclusión en el mismo régimen de derechos de conexión y acceso que al resto de plantas de energías renovables y de Cogeneración. 

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 30.2.a) DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificación del Artículo 30 punto 2.a, quedando su redacción de la siguiente forma:

Artículo 30. Operador del sistema

2. Serán funciones del operador del sistema las siguientes:

a) Prever indicativamente y controlar el nivel de garantía de abastecimiento de electricidad del sistema a corto, medio plazo, tanto en el sistema peninsular como en los sistemas no peninsulares. A estos efectos, realizará una previsión de la capacidad máxima cuyo cierre temporal puede ser autorizado y en su caso, informará de las necesidades de incorporación de potencia con autorización de cierre temporal por razones de garantía de suministro.

JUSTIFICACIÓN

En el apartado a del Artículo 30.2 del Proyecto de Ley se dispone que será función del Operador del Sistema (OS) el realizar una previsión de la capacidad máxima cuyo cierre temporal puede ser autorizado y, en sus caso, de las necesidades de incorporación de potencia con autorización de cierre temporal por razones de garantía de suministro.

Para entender las implicaciones de esta disposición, antes de nada es necesario considerar que la actividad de producción eléctrica se ordena en el propio Proyecto de Ley como un mercado en libre competencia en el que dichos agentes invierten a su propio riesgo. Así, si una instalación de producción opta por un cierre temporal, es porque sus ingresos esperados no son suficientes para cubrir ni tan siquiera sus costes fijos de explotación – entre otros, y en su caso, la parte fija del peaje por el uso de las infraestructuras gasistas, costes fijos de operación y mantenimiento (personal, servicios exteriores, etc.), costes por tributos, impuestos o cánones, coste de inversiones recurrentes, etc. (los costes fijos asociados a la inversión no forman parte de los costes de fijos de explotación). En esta situación, la decisión económicamente eficiente del productor es optar, cuanto menos, por el cierre temporal, reduciendo de esta forma sus pérdidas operativas esperadas. Por tanto, denegar un cierre temporal a una instalación de producción puede suponer obligarle a incurrir en pérdidas operativas, lo cual no está justificado en un mercado en libre competencia y puede implicar la vulneración de la libertad de establecimiento. De hecho, la imposición de semejante obligación es claramente desproporcionada al disponer el Gobierno de la alternativa de actuar sobre los ingresos esperados de los productores a través de los mecanismos de capacidad señalados en el apartado c del Artículo 14.5 del presente Proyecto de Ley. 

De la misma forma, y por las mismas razones, tampoco tiene sentido obligar a una instalación de producción con cierre temporal autorizado a volver a estar disponible en un momento dado, ya que dicha obligación puede suponer a su vez obligarle a incurrir en pérdidas operativas, lo que abre una problemática idéntica a la anteriormente descrita.

Así, no tiene sentido que el OS realice una previsión de la capacidad máxima cuyo cierre temporal puede ser autorizado, ya que supone imponer una limitación exante totalmente injustificada al poder llevar al absurdo de obligar a instalaciones de producción a incurrir en pérdidas operativas. Lo mismo cabe decir respecto al establecimiento por parte del OS de las necesidades de incorporación de potencia con autorización de cierre temporal.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 33.4 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 33. Gestión económica y técnica del sistema eléctrico. Punto 4,  quedando su redacción de la siguiente forma:
4. El permiso de conexión a un punto determinado de la red definirá las condiciones técnicas, económicas, de seguridad y puesta en marcha de las instalaciones que sea preciso construir, ampliar y reformar en la red de transporte y distribución para realizar la conexión. Los criterios para la determinación de estas condiciones serán establecidas reglamentariamente por el Gobierno.

El permiso de conexión será otorgado por la empresa transportista o distribuidora titular de la red en que se encuentre el punto para el que se solicita el permiso de conexión.

Para la concesión de un permiso de conexión en un punto el titular de la red deberá disponer del espacio físico adecuado para ubicar las instalaciones necesarias.

En todo caso, el permiso de conexión sólo podrá ser denegado por imposibilidad técnica, por cuestiones de seguridad de las personas, por no existir la instalación de red donde se solicita el punto de conexión y no estar contemplada la instalación en la planificación vigente de la red de transporte o en los planes de inversión de las empresas distribuidoras aprobados por la Administración General del Estado, excepto si concurren razones de nuevos suministros en los cuales la inversión de conexión con las instalaciones de transporte o distribución vayan a ser sufragadas íntegramente por el promotor de la conexión, o por falta de espacio físico adecuado para ubicar las instalaciones necesarias. Esta denegación deberá ser motivada y deberá basarse en los criterios que se señalen en la normativa reglamentaria a que hace referencia el primer párrafo este apartado 4.

JUSTIFICACIÓN
En coherencia con la enmienda al aríiculo 4 punto 4.

Los planes de desarrollo de la red de transporte que se aprueben según el proyecto de ley,  abarcarán periodos de seis años, estando prevista la posibilidad de revisión de los mismos UNICAMENTE cuando se presenten hechos imprevistos que pudieran afectar de manera significativa a la garantía y seguridad de suministro, o concurran razones de eficiencia económica del sistema. 
A tenor de la redacción actual quedarían claramente  fuera de la revisión de la planificación nuevos suministro de energía que se produjeran en el periodo de 6 años, al no concurrir los requisitos que establece el proyecto de ley de afectación a la garantía y seguridad de suministro, o concurran razones de eficiencia económica del sistema, es decir,  la instalación de una nueva fábrica o proceso productivo que necesite de una nueva conexión a las redes no podría realizarse, pues no cumpliría con los criterios anteriores y se abocaría a la misma a esperar 6 años y ser introducida en el siguiente proceso de planificación, lo cual supondría que la oportunidad de negocio y de creación de riqueza productiva desaparecería, o instalar  laboratorios tecnológicos de última generación etc. etc. Situaciones reales que incomprensiblemente actualmente se producen, que generan perdida actividad económica y empleo.

Además con la redacción propuesta, los nuevos suministros además de ser beneficiosos para la actividad económica, lo serían para el propio sistema eléctrico, pues generarían más ingresos por peajes, lo que ayudaría a la contención del déficit de tarifa, además con la citada  redacción propuesta se evitaría en incurrir en nuevos costes al sistema eléctrico, pues únicamente se autorizarían por el método excepcional aquellos nuevos suministros en los cuales la inversión de conexión con las instalaciones de transporte vayan a ser sufragadas íntegramente por el promotor de la conexión.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA LETRA e) AL ARTÍCULO 33.1 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Añadir un nuevo apartado 1.e) al Artículo 33. Gestión económica y técnica del sistema eléctrico,  quedando su redacción de la siguiente forma:
1.e) Permiso de modificación de punto de conexión y/o tensión de acceso: toda empresa suministrada en alta tensión tendrá derecho a solicitar modificación de cambio del punto y tensión de suministro basada en razones técnicas, de capacidad, de calidad del suministro o económicas.
JUSTIFICACIÓN

Existen en la actualidad dificultades para que una empresa sea autorizada para modificar de acuerdo con sus necesidades estratégicas los puntos y niveles de tensión a los que quiere ser suministrada. La limitación de esta posibilidad puede hacer que las empresas desistan en sus planes estratégicos de expansión, de mejora de su competitividad o de desarrollo empresarial.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 35 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 35. Autorización de instalaciones de transporte de energía eléctrica. Punto 2, párrafo segundo,  quedando su redacción de la siguiente forma:
2. En el caso de instalaciones de transporte cuya autorización deba ser otorgada por las Comunidades Autónomas o por las Ciudades de Ceuta y Melilla, éstas solicitarán informe previo a la Administración General del Estado, en el que ésta consignará las posibles afecciones de la proyectada instalación a los planes de desarrollo de la red, a la gestión técnica del sistema y al régimen económico regulados en esta ley, que la Administración autorizante deberá tener en cuenta en el otorgamiento de la autorización.

Si transcurrido un plazo de tres meses, la Administración General del Estado no hubiese emitido informe se entenderá que el mismo ha sido formulado en sentido favorable.
JUSTIFICACIÓN
La lealtad institucional entre administraciones obliga a que en instalaciones de transporte  cuyas autorizaciones deban ser  concedidas por las Comunidades Autónomas, el silencio administrativo se deba considerar positivo, pues dicha lealtad institucional debiera permitir a la administración central emitir su informe previo en el plazo establecido, de la misma forma que actualmente se considera el silencio positivo en la emisión de informes requeridos por la administración central. 
En materia de autorizaciones, se menciona que la autorización de instalaciones que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3 del anteproyecto, no corresponda a la Administración General del Estado, será competencia de las Comunidades Autónomas.  

Se añade que, incluso en estos casos, resulta constitucionalmente legítima la intervención estatal a través de la emisión de informes previos vinculantes, técnica esta que prevé el proyecto de ley, algo con lo que sin embargo, no es conforme a derecho y al reparto competencial. En todo caso, ese informe previo, de ser necesario, en todo caso podría tener carácter informativo, pero en ningún caso vinculante.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 35.2 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Eliminar el Punto 2, párrafo segundo,   del artículo 35. Autorización de instalaciones de transporte de energía eléctrica, quedando su redacción de la siguiente forma:
2. En el caso de instalaciones de transporte cuya autorización deba ser otorgada por las Comunidades Autónomas o por las Ciudades de Ceuta y Melilla, éstas solicitarán informe previo a la Administración General del Estado, en el que ésta consignará las posibles afecciones de la proyectada instalación a los planes de desarrollo de la red, a la gestión técnica del sistema y al régimen económico regulados en esta ley, que la Administración autorizante deberá tener en cuenta en el otorgamiento de la autorización.

Si transcurrido un plazo de tres meses, la Administración General del Estado no hubiese emitido informe se entenderá que el mismo ha sido formulado en sentido desfavorable. 

Para el reconocimiento de la retribución de las nuevas instalaciones de transporte será requisito indispensable que hayan sido incluidas en la planificación a la que se refiere el artículo 4 de esta ley. y que, en su caso, cuenten con el informe favorable a que se hace referencia en el presente apartado.
JUSTIFICACIÓN

En materia de autorizaciones, se menciona que la autorización de instalaciones que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3 del anteproyecto, no corresponda a la Administración General del Estado, será competencia de las Comunidades Autónomas.  

Se añade que, incluso en estos casos, resulta constitucionalmente legítima la intervención estatal a través de la emisión de informes previos vinculantes, técnica esta que prevé el anteproyecto. Algo con lo que sin embargo, según hemos manifestado en reiteradas ocasiones, no estamos de acuerdo. En todo caso, ese informe previo, de ser necesario, en todo caso podría tener carácter informativo, pero en ningún caso vinculante.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UN NUEVO APARTADO 5 AL ARTÍCULO 38 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Añadir un nuevo párrafo al apartado 5 del Artículo 38. Distribución de energía eléctrica, quedando su redacción de la siguiente forma:

5. Los criterios de regulación de la distribución de energía eléctrica, se establecerán atendiendo a zonas eléctricas con características comunes y vinculadas con la configuración de la red de transporte y de ésta con las unidades de producción. Al objeto de que dichos criterios sean homogéneos en todo el territorio español y exista la adecuada coordinación en el desarrollo de las actividades de distribución, éstos serán fijados por el Ministerio de Industria, Energía y Turismo, previo informe de las Comunidades Autónomas afectadas o Ciudades de Ceuta y Melilla.

Entre los criterios a tener en cuenta para la determinación de las distintas zonas geográficas de distribución de cara a establecer los distintos períodos tarifarios por zonas se considerarán los niveles de utilización o saturación de las redes eléctricas.

Los cambios en los calendarios de los periodos tarifarios u otros cambios que afecten de manera relevante a los peajes de acceso de alta tensión se aplicarán con un plazo no inferior a tres meses tras su aprobación, permitiéndose la revisión de la potencia contratada en los contratos entre comercializadoras y usuarios.
JUSTIFICACIÓN

Los niveles de utilización de redes varían en función del período del día (horas), estacionalidad de la demanda (meses) y localización geográfica (zonas). Establecer una única zona tarifaria para todo el Estado supone una evidente discriminación geográfica, que además no remite señales adecuadas de eficiencia económica y operativa del sistema, en el sentido que las puntas y valles de una zona no coinciden con los de otra zona. Habría que considerar diferentes calendarios tarifarios, según distintas zonas extrapeninsulares y también diferentes zonas peninsulares. 

Es necesario establecer plazos de adaptación adecuados para que las empresas ajusten sus modos de operación y los contratos de suministro eléctrico, de forma que el impacto en ellas sea mínimo, y se logre alcanzar un sistema más eficiente.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 45.4 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificación del Artículo 45 punto 4, quedando su redacción de la siguiente forma:

Artículo 45. Consumidores vulnerables.

4.
El bono social será considerado obligación de servicio público según lo dispuesto en la Directiva 2009/72/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, sobre normas comunes para el mercado interior de la electricidad y por la que se deroga la Directiva 2003/54/CE y será asumido por las comercializadoras que suministren electricidad a clientes finales 
El porcentaje de reparto de las cantidades a financiar se calculará, para cada comercializadora en función del volumen de energía suministrada durante el año móvil anterior.  

Este porcentaje de reparto será calculado anualmente por la Comisión Nacional de [os Mercados y la Competencia, de acuerdo con el procedimiento y condiciones que se establezcan reglamentariamente.

JUSTIFICACIÓN

La sentencia de 7 de febrero de 2012 del Tribunal Supremo, sin perjuicio de enunciar otras posibles modalidades de reparto del coste igualmente admisibles, señalaba que correspondía al Gobierno elegir la que estimará más adecuada, pudiendo optar «frente a otras soluciones presentes en derecho comparado, porque sea el propio sector eléctrico el que se haga cargo de dicha prestación social o, incluso, una parte de dicho sector».

Partiendo de este hecho, y con el fin de contribuir a la necesaria y urgente reducción de costes del sistema, se juzga necesario modificar el régimen de reparto del coste introducido por la Orden IET/843/2012, de 25 de abril, imponiendo, como obligación de servicio público, la asunción del coste del bono social a las sociedades de comercialización que suministren a cliente finales.

La inclusión de todas las comercializadoras permite que esta asignación sea transparente, objetiva y no discriminatoria a la vez que se carga el coste sobre la parte final de la cadena de suministro.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 49.1  DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar apartado 1 del Artículo 49. Gestión de la demanda, quedando su redacción de la siguiente forma:

1. Las empresas eléctricas, los consumidores y el operador del sistema, en coordinación con otros agentes, podrán realizar y aplicar medidas que fomenten una mejora de la gestión de la demanda eléctrica y que contribuyan a la optimización de la curva de carga y/o a la eficiencia y ahorro energéticos.

Los consumidores bien directamente, bien conjuntamente a través de figuras acreditadas de agregación de la energía, bien a través de comercializadores, podrán participar en los servicios incluidos en el mercado de producción de acuerdo a lo que se determine reglamentariamente.
JUSTIFICACIÓN

La participación de los consumidores en estos servicios de gestión de la demanda no debe estar limitada a la participación a nivel individual, ya que esto supone de hecho restringir la participación a los muy grandes consumidores y para escaso tipos de productos. Si se quiere que el sistema sea lo más competitivo posible, y con ello los costes del sistema sean ajustados al servicio y a la oportunidad de ofertar el servicio en las mejores condiciones, hay que abrir las posibilidades de participación a todos los consumidores en alta tensión, es decir a las PYMES. Pero para que técnicamente y económicamente sea gestionables habría que permitir la realización de ofertas de consumidores de forma agregada. Esta posibilidad ya se demostró operativamente viable en el año 2012 en un proyecto de I+D liderado por REE como operador del sistema, el denominado proyecto AGREGA
ENMIENDA DE ADICIÓN DE UN NUEVO APARTADO 6 AL ARTÍCULO 51 DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Añadir un nuevo apartado 6 al Artículo 51. Calidad del suministro eléctrico, quedando su redacción de la siguiente forma:

6. El Gobierno también velará por la mejora de la eficiencia, la reducción de las pérdidas, la integración de sistemas de generación distribuida y la incorporación activa de la demanda dentro del sistema eléctrico. Para ello establecerá de forma reglamentaria objetivos plurianuales progresivos que supongan señales para que se realicen las inversiones necesarias en el sector sobre mejoras en equipamientos, monitorización, sistemas de telemedida, equipos de telegestión, así como otros sistemas, para optimización técnica y reducción de costes económicos en la gestión, operación y mantenimiento de redes y sistemas auxiliares.
JUSTIFICACIÓN

La reforma eléctrica no debe suponer un parón en las inversiones de modernización continua y deseable del sector. La falta de consideración de incentivos para la modernización de las redes eléctricas, puede condicionar, por una parte la reducción drástica de inversiones de mejora de la distribución en el sector y por la otra, la penalización en la mejora de la eficiencia y competitividad del sistema, así como limitaciones en la incorporación e integración de nuevas tecnologías.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 53.2  DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 53. Autorización de instalaciones de transporte, distribución, producción y líneas directas. Punto 2,   quedando su redacción de la siguiente forma:
2. La Administración Pública competente podrá establecer que determinados tipos de modificaciones no sustanciales de las instalaciones de transporte, distribución y producción no queden sometidas a las autorizaciones administrativas previas previstas en los apartados 1.a) y b).

Reglamentariamente se establecerán, a estos efectos, qué criterios se utilizarán para considerar una determinada modificación como no sustancial, los cuales deberán fundamentarse en las características técnicas de la modificación proyectada.

En todo caso, las modificaciones consideradas como no sustanciales deberán obtener la autorización de explotación a la que se refiere el apartado 1. c), previa acreditación del cumplimiento de las condiciones de seguridad de las instalaciones y del equipo asociado. 

JUSTIFICACIÓN
En un proceso productivo con una vida útil estándar de los proyectos de mas de 25 años, las modificaciones no sustanciales que se realizan son numerosísimas, todas ellas de  un alcance muy menor sin influencias en la explotación de las instalaciones, y sobre todo sin influencia en la explotación de cara a su retribución regulada, por lo cual requerir para todas y cada una de ellas una autorización de explotación resultaría incongruente, amén de producir un colapso administrativo importante.

Las modificaciones que si deben tener un control administrativo en las instalaciones son las modificaciones sustanciales, las cuales ya están recogidas en la normativa actual y sometidas al correspondiente proceso administrativo de autorizaciones.
ENMIENDA DE MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO 54.1  DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificar el Artículo 54. Utilidad pública. Punto ,   quedando su redacción de la siguiente forma:
1. Se declaran de utilidad pública las instalaciones eléctricas de generación, incluidas sus líneas de conexión, transporte y distribución de energía eléctrica, a los efectos de expropiación forzosa de los bienes y derechos necesarios para su establecimiento y de la imposición y ejercicio de la servidumbre de paso.

JUSTIFICACIÓN
En la actualidad se está produciendo una interpretación en algunos ámbitos administrativos y judiciales una interpretación restrictiva en las declaraciones de utilidad pública, en lo que respecta a las líneas de conexión de las instalaciones de producción con las redes de transporte y distribución, pues en algunos casos se consideran aparte de dichas instalaciones. Por ello y en coherencia con lo establecido en el artículo 21.5 que considera que la actividad de producción incluye la conexión con la red de transporte o de distribución,  se propone clarificar este aspecto al objeto de eliminar posibles interpretaciones erróneas.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN ADICIONAL AL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Añadir una nueva disposición adicional XXX al texto de la ley, quedando su redacción de la siguiente forma:

Disposición adicional XXX. Financiación del extracoste de generación en los territorios no peninsulares

Con efectos desde 1 de enero de 2014 los extracostes derivados de las actividades de producción de energía eléctrica cuando se desarrollen en territorios insulares y extrapeninsulares de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12.3 de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico serán financiadas en su totalidad con cargo a los Presupuestos Generales del Estado. A estos efectos se establece la cuantía máxima que por la compensación del extracoste correspondiente al año 2013 se asumirá con cargo a los Presupuestos Generales del Estado del ejercicio 2014 será la consignada en la partida presupuestaria XX.XX.XXXX. "Para atender el extracoste de generación al que se refiere la Disposición Adicional 4ª del Real Decreto-ley 9/2013, de 12 de julio, por el que se adoptan medidas urgentes para garantizar la estabilidad financiera del sistema eléctrico" por importe de 1.806.000 miles de euros. 

JUSTIFICACIÓN
El déficit tarifario del sector eléctrico se sitúa en casi 30.000 millones de euros, con un crecimiento anual estructural de 5.000-6.000 millones de euros. Este déficit está afectando profundamente al sistema y pone en riesgo, no sólo la situación financiera de las empresas del sector eléctrico, sino la sostenibilidad misma del sistema.

Las medidas tomadas hasta la fecha no solucionan el problema definitivamente ni van a la raíz del mismo. En el RD‑Ley 9/2013 así como en el presente de ley del sector eléctrico, se establece que el 50% del sobrecoste de generación extrapeninsular será financiado con cargo a presupuestos públicos.

Este coste es fruto de decisiones de política económica que adopta la Administración General del Estado para preservar el principio de tarifa eléctrica única a nivel nacional. Esto obviamente incluye los territorios insulares y extrapeninsulares que, por sus especiales características, deberían soportar un mayor coste por sus suministros eléctricos. Por tanto, este sobrecoste debe ser asumido íntegramente por los Presupuestos Generales del Estado.

Para ello se propone la presente nueva disposición adicional
ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN ADICIONAL AL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Añadir una nueva disposición adicional XXX al texto de la ley, quedando su redacción de la siguiente forma:

Disposición adicional XXX. Financiación de cargos no directamente relacionados con el suministro eléctrico
Gradualmente desde 1 de enero de 2016 en el plazo máximo de tres años aquellos cargos no directamente relacionados con el suministro eléctrico derivados de la implantación de políticas energéticas serán financiados en su totalidad con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

Antes del 31 de diciembre de 2014, mediante Orden Ministerial del Misterio de Industria, Energía y Turismo y previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, se definirán los cargos y sus costes asociados no directamente relacionados con el suministro de energía eléctrica, así como su forma gradual de financiación.

JUSTIFICACIÓN

La existencia de un desequilibrio económico en el Sector Eléctrico es una realidad. Conforme la exposición de motivos del Proyecto de Ley del Sector Eléctrico, Las causas de este desequilibrio se encuentran en el crecimiento excesivo de determinadas partidas de costes por decisiones de políticas públicas, las cuales son claramente políticas de estado que exceden el ámbito de las políticas energéticas , sin que se garantizara su correlativo ingreso por parte del sistema. Costes como los extracostes de la  extrapeninsularidad, la interrumpibilidad, las políticas de ayudas al carbón, la gestión de residuos radiactivos , las anualidades del déficit etc. etc. deben analizarse e incluirse en su caso en la lista a preparar por el Ministerio de Industria, energía y turismo

Si estas políticas públicas se financiasen mediante los Presupuestos Generales del Estado los contribuyentes tendrían que abonar el coste exacto de las mismas. Sin embargo, como se financian mediante la tarifa eléctrica como si fuesen un coste propio del producto los contribuyentes tienen que abonar un 27% más que su coste real (IVA e Impuesto eléctrico).

Lo que parece no ser coherente es que los ciudadanos paguen casi un 27% más si se financia mediante la tarifa eléctrica que si se financia vía impuestos directos, ya que a no estar diferenciados en la factura estos costes, parecen costes asociados al producto eléctrico, quedando en consecuencia afectada la recaudación requerida para financiar estas políticas públicas por el IVA y por el Impuesto Eléctrico. 

Como ha sido reconocido el coste de las políticas públicas no es un coste propio del suministro eléctrico. Es un servicio del sector eléctrico al resto de sectores y a la sociedad en general.

Los costes no directamente relacionados con el suministro serán definidos por el Misterio de Industria, Energía y Turismo.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN ADICIONAL AL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.

· Añadir una nueva disposición adicional XXX al texto de la ley, quedando su redacción de la siguiente forma:

Disposición adicional XXX. Suministro a grandes consumidores 

El Misterio de Industria, Energía y Turismo antes del 31 de diciembre de 2014 elaborara medidas, conformes con la normativa de la Unión Europea y teniendo en consideración las mejores prácticas regulatorias desarrolladas en otros estados de la Unión Europea, al objeto de lograr un suministro de energía competitivo para grandes consumidores, y las implementará mediante los correspondientes desarrollos reglamentarios. 

JUSTIFICACIÓN

Actualmente y dados los incrementos sufridos por las tarifas eléctricas el suministro de energía eléctrica a grandes consumidores de energía eléctrica está restando competitividad a sus productos y servicios, avocando a muchas de dichas empresas al cierre o a la deslocalización de sus procesos productivos, con el consiguiente impacto en la economía en general y en el empleo, que en nada ayuda a la salida de la crisis económica, sino al contrario la empeora.

Por ello se propone que por el Ministerio de industria enrgía y turismo se elbore un estudio con las medidas necesarias para conseguir un suministro adecuado y competitivo y las implante en el corto plazo, como vienen reclamando los sectores afectados, y en línea con lo que realizan otros países de la unión europea, como Francia, Alemania etc., con el objetivo de defender el tejido industrial tan necesario e importante para el futuro de cualquier país, lo que conllevara la creación de riqueza económica y de empleo.  

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN ADICIONAL AL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.

· Añadir una nueva disposición adicional XXX al texto de la ley, quedando su redacción de la siguiente forma:

Disposición adicional XXX. Calendario comercialización de referencia

El Gobierno determinará, mediante Real Decreto, un calendario de aplicación de la comercialización de referencia con el objetivo de su eliminación antes del 31 de diciembre de 2015.

JUSTIFICACIÓN
En la situación actual, se considera adecuado mantener un mecanismo de precios máximos para los consumidores de tipo residencial o de pequeño negocio, ya que se trata de un segmento de mercado donde la liberalización aún no ha sido del todo efectiva.

Sin embargo, en línea con lo establecido en las Directivas europeas hay que prever que el objetivo final es la liberalización total del mercado, una vez se den las condiciones de competencia que aseguren la adecuada protección a los consumidores.

Por ello, y  tal como ha expresado la CNE, hay que prever el carácter transitorio de este mecanismo de protección (subrayado añadido):

A este respecto, la CNE, en su Informe 2/2013 sobre el sector energético español de 7 de marzo de 2012, señaló como objetivo principal la desaparición de los precios finales regulados en los mercados minoristas de electricidad, manteniendo tan sólo un sistema de protección para los consumidores vulnerables siempre que se dieran las condiciones de competencia del mercado minorista suficientes para reducir el umbral de la tarifa de último recurso.

Si bien, en la actualidad se aprecia la coexistencia de una serie de parámetros del mercado minorista que han evolucionado de manera positiva desde el Informe de marzo de 2012 (mayor número de ofertas y de comercializadores, elevada tasa de switching, tramitación de una reforma regulatoria que propone la adaptación de los procedimientos de cambio de suministrador, mayor protección del consumidor y mayores competencias de supervisión del regulador), la estructura del mercado se mantiene en niveles de alta concentración y se han registrado indicadores de bajo grado de satisfacción del consumidor (Consumer Market Scoreboard publicado por la Comisión Europea, reclamaciones de consumidores, etc). Por todo ello, teniendo en cuenta el contexto actual, se considera adecuado, en línea con el Proyecto, mantener transitoriamente el umbral de los 10 kW para tener derecho al PVPC.
ENMIENDA DE MODIFICACIÓN A LA DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA AL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.

· Modificación de la Disposición adicional sexta. Financiación de los desajustes del sistema eléctrico, quedando su redacción de la siguiente forma:

Disposición adicional sexta. Financiación de los desajustes del sistema eléctrico

1. La obligación de financiación de los desajustes y desviaciones producidos por déficit de ingresos y los límites establecidos en el artículo 19 serán de aplicación a las liquidaciones que corresponda realizar a partir del ejercicio 2014 y para la deuda acumulada desde 1 de enero de2014.

2. Los titulares de derechos de cobro correspondientes a déficits o desajustes de las liquidaciones de las de actividades con retribución regulada que se hubieran producido hasta el ejercicio 2013 incluido, no se verán afectados por esta obligación de financiación en lo que se refiere a las cantidades concretas correspondientes a dichos derechos.

3. Los derechos de cobro correspondientes a déficits de ingresos del sistema de liquidaciones generados desde 1 de enero de 2014 no podrán cederse por sus titulares al Fondo de Titulización del Déficit del Sistema Eléctrico
JUSTIFICACIÓN
La Exposición de Motivos de la Ley señala que “Los desfases temporales que se produzcan desde la entrada en vigor de la Ley, sin sobrepasar los citados umbrales, serán financiados por todos los sujetos del sistema de liquidación en función de los derechos de cobro que generen. A diferencia del sistema anterior, no serán financiados exclusivamente por los grandes operadores y los derechos de cobro correspondientes a déficits de ingresos no podrán cederse al Fondo de Titulización del Déficit del sistema Eléctrico desde 1 de enero de 2013.”

El cambio del modelo en el que los grandes operadores no son los exclusivos financiadores, así como el nuevo tratamiento que se da a los desajustes temporales en esta Ley pueden justificar la imposibilidad de que los derechos de cobro generados puedan ser cedidos al Fondo de Titulización del Déficit del sistema Eléctrico. Sin embargo la prohibición de cesión a partir de 1 de enero de 2013 no estaría suficientemente motivada con dicha fundamentación no solo porque los déficits de 2013, si los hubiere, han sido financiados por las grandes empresas sino porque su recuperación en quince años agravaría discriminatoriamente a dichos Grupos societarios pudiendo causarles importantes perjuicios financieros.

De este modo la prohibición de cesión a dicho Fondo debe suprimirse restableciendo el anterior sistema de cesión de los derechos de cobro hasta la efectiva entrada en vigor del nuevo régimen de financiación y de recuperación de desajustes temporales.

ENMIENDA DE SUPRESIÓN DEL APARTADO 2 DE LA DISPOSICIÓN ADICIONAL DÉCIMA DEL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Eliminación del apartado 2 de la Disposición Adicional Décima. Plazos del periodo regulatorio, quedando su redacción de la siguiente forma:
Disposición adicional décima. Plazo del primer periodo regulatorio.

1. A los efectos previstos en el apartado 4 del artículo 14 de esta ley, y con independencia de la fecha de inicio en cada una de las actividades, el primer periodo regulatorio finalizará el 31 de diciembre de 2019. A partir del 1 de enero de 2020 se sucederán los siguientes periodos regulatorios de forma consecutiva.

2. Para las actividades de producción a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos con régimen retributivo específico, el primer periodo regulatorio se iniciará en la fecha de entrada en vigor del Real Decreto-ley 9/2013, de 12 de julio.

JUSTIFICACIÓN

Se trata de evitar efectos retroactivos negativos en el sistema retributivo de las instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes renovables, cogeneración y residuos dotando de este modo de una deseada seguridad jurídica y económica a estos sectores. En la actualidad, estas instalaciones se encuentran en un marco regulador poco favorable tras una reforma fiscal que  les ha impactado en gran medida y penalizado en primas, lo que ha incidido negativamente en la competitividad y productividad de la industria vasca.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN TRANSITORIA AL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Añadir una nueva disposición transitoria XXX al texto de la ley, quedando su redacción de la siguiente forma:

Disposición transitoria XXX. Régimen jurídico de las instalaciones de producción con régimen económico primado reconocido con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley.

El régimen jurídico y económico previsto en esta ley para las instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos, con retribución primada reconocida con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley, no será de aplicación a las mismas hasta el 1 de enero de 2016.

El régimen retributivo específico de tales instalaciones, será, de manera transitoria, el previsto en la Ley 54/1997, de 27 de noviembre del Sector Eléctrico, en su redacción anterior a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 9/2013, de 12 de julio, por el que se adoptan medidas urgentes para garantizar la estabilidad financiera del sistema eléctrico, así como la reglamentación vigente a dicha fecha. 

Las instalaciones mencionadas en el párrafo anterior podrán optar por la opción prevista en el art. 24.1, apartado a) del Real Decreto 661/2007, de 25 de mayo, por el que se regula la actividad de producción de energía eléctrica en régimen especial, aplicándose la prima prevista en dicho real decreto con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 2/2013, de 1 de febrero, de medidas urgentes en el sistema eléctrico y en el sector financiero, con las actualizaciones correspondientes.
JUSTIFACIÓN
Teniendo en cuenta que el nuevo modelo retributivo previsto en el Proyecto de Ley del Sector Eléctrico comporta un cambio tan significativo para las instalaciones de producción a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos, que incluso supone el tránsito de un sistema de retribución variable, basado en la producción, a un nuevo sistema de retribución fija, basado en la potencia, debe introducirse una Disposición transitoria que prevea un plazo de adaptación de dichas instalaciones a la nueva regulación.

La aplicación del nuevo régimen económico va a implicar la necesidad de acudir a refinanciaciones, procesos concursales y a reestructuración de la deuda, para lo que la seguridad del tráfico mercantil y de las inversiones realizadas exigen un tiempo prudencial de adaptación.

Concretamente, la enmienda propuesta conlleva que la nueva Ley, en lo que respecta al régimen retributivo específico que regula para las instalaciones renovables, de cogeneración y residuos, no desplegaría sus efectos desde el 14 de julio de 2013 (momento de la entrada en vigor del Real Decreto-ley 9/2013), sino desde el 1 de enero de 2016, debiendo regir hasta ese momento el sistema anteriormente regulado en la Ley 54/1997, de 27 de noviembre y reglamentación en vigor a dicha fecha.

Ello es conforme con los principios de buena regulación previstos en los arts. 4 y 5 de la Ley de Economía Sostenible 2/2011, de 4 de marzo, que demandan a los poderes reguladores ajustar su regulación a los principios de seguridad jurídica, transparencia, accesibilidad, proporcionalidad y simplicidad, entre otros.  

El establecimiento de un régimen transitorio coadyuvaría, asimismo, a los productores adaptar su conducta, sus inversiones o su negocio a las medidas aprobadas, de indudable trascendencia para las mismas.

Asimismo, sería una buena práctica legislativa que tendría por finalidad evitar que la reforma pudiera considerarse contraria al principio de proporcionalidad o a los principios de seguridad jurídica y de confianza legítima (art. 9.3 de la Constitución), tal y como han sido definidos por la jurisprudencia del Tribunal Supremo
.

La conveniencia de establecer períodos transitorios de adaptación ha sido puesta de manifiesto tanto por el Consejo de Estado
, como Supremo Órgano  Consultivo del Gobierno, 
ENMIENDA DE MODIFICACIÓN A LA DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA AL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
· Modificación de la Disposición final primera. Modificación de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, quedando su redacción de la siguiente forma:
Disposición final primera. Modificación de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico.

Se modifica la disposición adicional vigésima primera de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, que mantiene su vigencia y queda redactada en los siguientes términos:

"Disposición adicional vigésima primera. Suficiencia de los peajes de acceso y desajustes de ingresos de las actividades reguladas del sector eléctrico

1. Hasta el 1 de enero de 2014, las disposiciones por las que se aprueben los peajes de acceso reconocerán de forma expresa los déficit de ingresos que, en su caso, se estime que puedan producirse en las liquidaciones de las actividades reguladas en el sector eléctrico.

Asimismo, se entenderá que se producen desajustes temporales, si como resultado de las liquidaciones de las actividades reguladas en cada periodo, resultara un déficit de ingresos superior al previsto en la disposición por la que se aprobaron los peajes de acceso correspondientes. Dicho desajuste temporal se reconocerá de forma expresa en las disposiciones de aprobación de los peajes de acceso del periodo siguiente.

Cuando por la aparición de desajustes temporales, el fondo acumulado en la cuenta específica a que se refiere el Real Decreto 2017/1997, de 26 de diciembre, abierta en régimen de depósito arroja un saldo negativo, éste será liquidado por la Comisión Nacional de los mercados y la Competencia en las liquidaciones mensuales aplicando los siguientes porcentajes de reparto:

"lberdrola, SA": 35,01 por 100.

"Hidroeléctrica del Cantábrico, SA": 6,08 por 100.

"Endesa, SA": 44,16 por 100.

"EDN España, SL": 1,00 por 100.

"GAS Natural S.D.G., SA": 13,75 por 100.

Estos porcentajes de reparto podrán ser modificados por real decreto, cuando se produzcan desinversiones significativas que afecten a las empresas en la actividad de distribución, cuando se produzcan cambios estructurales sustanciales en la actividad de generación que así lo justifiquen o como consecuencia de inversiones o desinversiones significativas en activos de generación.

Las empresas tendrán derecho a recuperar las aportaciones por este concepto en las 14 liquidaciones correspondientes al período en que se modifiquen las tarifas de acceso para el reconocimiento de dicho desajuste temporal. Las cantidades aportadas por este concepto serán devueltas reconociéndose un tipo de interés en condiciones equivalentes a las del mercado que se fijará en la orden por la que se aprueban los peajes.

2. Si el importe del desajuste temporal definido en los apartados 1 y 2 no fuera conocido en el momento de la aprobación de la disposición por la que se aprueban los peajes de  acceso del periodo siguiente, en dicha disposición se reconocerá de forma expresa, incluyendo los intereses que pudieran devengar, los importes que, en su caso, se estimen vayan a ser financiados.

Se habilita a la Dirección General de Política Energética y Minas para modificar dichos importes por los realmente financiados por cada una de las empresas, cuando se disponga de la información de la liquidación 14 del ejercicio correspondiente. Para el año 2013 se tendrá en cuenta la información de la liquidación de cierre de dicho ejercicio.

La diferencia entre los importes reconocidos con la información de la liquidación 14 y los resultantes de la liquidación definitiva del correspondiente ejercicio, tendrán la consideración de coste o ingreso liquidable del sistema del ejercicio en que se produzca. Para el año 2013 se tendrá en cuenta la información de la liquidación de cierre.

4. No obstante, para los años 2009, 2010, 2011 y 2012, el déficit de ingresos previsto en la disposición por la que se aprobaron los peajes de acceso correspondientes no será superior a 3.500 millones de euros, 3.000 millones de euros, 3.000 millones de euros y 1.500 millones de euros, respectivamente.

Asimismo, los desajustes temporales de liquidaciones del sistema eléctrico que se produzcan en 2010, hasta una cuantía máxima de 2.500 millones de euros, en 2012, en el importe de 4.109.213 miles de euros, y en 2013 en el importe que resulte en la liquidación de cierre, tendrán la consideración de déficit de ingresos del sistema de liquidaciones eléctrico para 2010,  2012 y 2013, respectivamente, que generará derecho de cobro que podrán ser cedidos por sus titulares al Fondo de Titulización del Déficit del Sistema Eléctrico, considerándose el importe para el año 2012 y el que resulte de la liquidación de cierre de 2013 como definitivos a efectos de la cesión.

 Los déficits del sistema de liquidaciones eléctrico generarán derecho de cobro consistentes en el derecho a percibir un importe de la facturación mensual por peajes de acceso o cargos de los años sucesivos hasta su satisfacción. Las cantidades aportadas por este concepto serán devueltas reconociéndose un tipo de interés en condiciones equivalentes a las del mercado que se fijará en la orden por la que se aprueban los peajes.

Los pagos que realice la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su caso, el órgano encargado de las liquidaciones, necesarios para satisfacer los derechos de cobro tendrán consideración de costes del sistema y se recaudarán a través de los cargos establecidos de acuerdo a lo dispuesto en la presente Ley hasta su satisfacción total.

Para la financiación de dichos déficits, los derechos de cobro correspondientes se podrán ceder a un fondo de titulización que se constituirá a estos efectos y se denominará Fondo de Titulización del Déficit del Sistema Eléctrico, según lo contemplado en la disposición adicional quinta de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se adapta la legislación española en materia de entidades de crédito a la Segunda Directiva de Coordinación Bancaria y se introducen otras modificaciones relativas al sistema financiero, siendo de aplicación lo dispuesto en el Real Decreto 926/1998, de 14 mayo, por el que se regulan los fondos de titulización de activos y las sociedades gestoras de fondos de titulización. La constitución del Fondo de Titulización del Déficit del Sistema Eléctrico requerirá el informe previo favorable del Ministerio de Economía y Competitividad.

El activo del fondo de titulización estará constituido por:

Derechos de cobro generados y no cedidos a terceros por los titulares iniciales del derecho hasta 10.000 millones de euros a fecha de 31 de diciembre de 2008. El precio de cesión de dichos derechos y las condiciones de cesión de los mismos se determinará por real decreto, a propuesta conjunta de los titulares de los Ministerios de Industria, Energía y Turismo y de Economía y Competitividad.

a) Los derechos de cobro a que dé lugar la financiación de los déficits generados desde el 1 de enero de 2009 hasta el 31 de diciembre de 2013, cuyas características, así como precio y condiciones de cesión, se establecerán por real decreto, a propuesta conjunta de los titulares de los Ministerios de Industria, Energía y Turismo y de Economía y Competitividad.

6. El pasivo del fondo de titulización estará constituido por los instrumentos financieros que se emitan a través de un procedimiento competitivo que se regulará por real decreto, a propuesta conjunta de los titulares de los Ministerios de Industria, Energía y Turismo y de Economía y Competitividad.

7. La sociedad gestora del fondo de titulización será designada por la Comisión, que a estos efectos se cree, dependiente del Ministerio de Industria, Energía y Turismo que la presidirá. Dicha Comisión estará compuesta por representantes del Ministerio de Industria, Energía y Turismo y del Ministerio de Economía y Competitividad. En atención a la naturaleza de la función asignada a la Comisión, esta podrá contar con el asesoramiento técnico de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, y de la Comisión Nacional del Mercado de Valores por las especiales condiciones de experiencia y conocimientos que concurren en tales organismos. La designación, por la Comisión, de la sociedad gestora deberá realizarse de acuerdo a los principios de objetividad, transparencia y publicidad, y entre sociedades gestoras que cuenten con profesionales de reconocida y probada experiencia en la materia.

En su organización y funcionamiento, la Comisión se regirá por lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y reglamentariamente se establecerá su composición en cuanto a número de miembros y rango jerárquico.

La extinción de esta Comisión se producirá automáticamente una vez alcanzado el fin para el que fue creada.

8. Asimismo, para cubrir eventuales desfases de tesorería entre ingresos y pagos del fondo de titulización, por acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, se podrá constituir una línea de crédito en condiciones de mercado.

9. Al amparo de lo establecido en el artículo 114 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, se autoriza a la Administración General del Estado, hasta el 31 de diciembre de 2014, a otorgar avales en garantía de las obligaciones económicas exigibles al Fondo de Titulización del Déficit del Sistema Eléctrico, derivadas de las emisiones de instrumentos financieros que realice dicho Fondo con cargo a los derechos de cobro que constituyan el activo del mismo:

Los importes máximos para el otorgamiento de los avales a que se refiere el apartado serán los que determinen las correspondientes leyes de presupuestos generales del Estado.

El otorgamiento de los avales deberá ser acordado por el titular del Ministerio competente para el otorgamiento de los avales en garantía de las obligaciones económicas exigibles al Fondo de Titulización del Déficit del Sistema Eléctrico, de acuerdo con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria y sólo podrá efectuarse una vez constituido el fondo.

De producirse la ejecución del aval frente a la Administración General del Estado, ésta se subrogará, respecto de los importes ejecutados por cualquier concepto, en todos los derechos y acciones que tuvieran reconocidos los acreedores frente al Fondo de Titulización del Déficit del Sistema Eléctrico.

En el caso de ejecución de los avales a que se refiere este apartado, se autoriza a la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera para que pueda efectuar los pagos correspondientes a la ejecución de los avales mediante operaciones de tesorería con cargo al concepto específico que se fije a tal fin. Con posterioridad a la realización de dichos pagos, la Secretaria General del Tesoro y Política Financiera procederá a la aplicación definitiva al presupuesto de gastos de los pagos realizados en el ejercicio, salvo los efectuados en el mes de diciembre, que se aplicarán al presupuesto de gastos en el primer trimestre del año siguiente."

JUSTIFICACIÓN

En coherencia con la enmienda de modificación de la disposición adicional sexta. La Exposición de Motivos de la Ley señala que “Los desfases temporales que se produzcan desde la entrada en vigor de la Ley, sin sobrepasar los citados umbrales, serán financiados por todos los sujetos del sistema de liquidación en función de los derechos de cobro que generen. A diferencia del sistema anterior, no serán financiados exclusivamente por los grandes operadores y los derechos de cobro correspondientes a déficits de ingresos no podrán cederse al Fondo de Titulización del Déficit del sistema Eléctrico desde 1 de enero de 2013.”

El cambio del modelo en el que los grandes operadores no son los exclusivos financiadores, así como el nuevo tratamiento que se da a los desajustes temporales en esta Ley pueden justificar la imposibilidad de que los derechos de cobro generados puedan ser cedidos al Fondo de Titulización del Déficit del sistema Eléctrico. Sin embargo la prohibición de cesión a partir de 1 de enero de 2013 no estaría suficientemente motivada con dicha fundamentación no solo porque los déficits de 2013, si los hubiere, han sido financiados por las grandes empresas sino porque su recuperación en quince años agravaría discriminatoriamente a dichos Grupos societarios pudiendo causarles importantes perjuicios financieros.

De este modo la prohibición de cesión a dicho Fondo debe suprimirse restableciendo el anterior sistema de cesión de los derechos de cobro hasta la efectiva entrada en vigor del nuevo régimen de financiación y de recuperación de desajustes temporales.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN A LA DISPOSICIÓN FINAL TERCERA AL PROYECTO DE LEY DEL SECTOR ELÉCTRICO.
Enmienda de Modificación  de Texto. Disposición Final Tercera
· Modificar la Disposición final tercera, en su apartado 4, quedando su redacción de la siguiente forma:

3. En ningún caso podrá resultar de dicho nuevo modelo retributivo la afectación, la reclamación o la compensación de rentabilidades pasadas o  ni la reclamación de las retribuciones percibidas por la energía producida con anterioridad al 14 de julio de 2013, incluso si se constatase que en dicha fecha pudiera haberse superado dicha rentabilidad.”
JUSTIFICACIÓN
La presente disposición no se encontraba en el anteproyecto de Ley y ha sido introducida por el Gobierno en proyecto de Ley, con el objeto de responder la preocupación latente del Consejo de Estado en su Dictamen 937/2013
 sobre los efectos retroactivos de la medida. Ahora bien, la protección dispensa esta norma es incompleta y esto es mucho más arriesgado que simplemente no decir nada. Para que la protección sea completa no sólo es necesario que la norma no obligue a devolver retribuciones percibidas en el pasado, sino que no se vean afectadas las rentabilidades percibidas en el pasado.
Para que una norma incurra en irretroactividad prohibida, no es necesario que se obligue al titular de la instalación de producción a devolver ingresos ya percibidos, pues ello supondría una privación de derechos adquiridos, de forma que la norma tendría no ya efectos retroactivos, sino expropiatorios.

Pues bien, el inciso 4 de la Disposición final tercera del Proyecto de Ley parece salvaguardar el carácter no expropiatorio del nuevo modelo retributivo, al no permitir la reclamación de las retribuciones percibidas por la energía producida con anterioridad al 14 de julio de 2013. 

Pero es necesario también que se garantice en la Ley que su desarrollo reglamentario no pueda tener carácter retroactivo, máxime cuando nos referimos a una retroactividad auténtica y la retroactividad puede venir por la vía de los ingresos, pero también por la vía de las rentabilidades pasadas. Por ello, resulta necesario que se incluya en la Ley la imposibilidad de  tomar en consideración rentabilidades obtenidas hasta el 14 de julio de 2013.

La Disposición final tercera no garantiza el carácter no retroactivo del nuevo modelo retributivo, al no impedir que en el cálculo de la retribución futura se tomen en consideración hechos pretéritos o consumados (ingresos y rentabilidades percibidas), por lo que no atiende a las cautelas que el Consejo de Estado marcó en su dictamen.

� “The calculation of an adequate rate of return, the determination of the regulatory asset base (RAB) and the depreciation of assets are major elements in national regulatory regimes. […].  Regulatory frameworks are comprised of a variety of components that form a coherent package: […] • the cost of capital (e.g. WACC)”.


� “Costs associated with capacity mechanisms should be allocated to the beneficiaries of secure energy supply with different classes of consumers being treated in a non-discriminatory way.”


� Sentencia del Tribunal Supremo de 3 mayo 2011 (RJ 2011\5761): “la � HYPERLINK "javascript:%20linkToDocument('RJ\\\\1999\\\\3979',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RJ\\\\2011\\\\5761&baseUnit=F.4&targetNM=RJ\\\\1999\\\\3979&targetUnit=.&baseGUID=Ib8d55c808a8c11e09a7b010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=Ib8d55c808a8c11e09a7b010000000000');" �STS de 10-5-99 (RJ 1999, 3979)�, recuerda "la doctrina sobre el principio de protección de la confianza legítima, relacionado con los más tradicionales en nuestro ordenamiento de la seguridad jurídica y la buena fe en las relaciones entre la Administración y los particulares, y que comporta, según la doctrina del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas y la jurisprudencia de esta Sala, el que la autoridad pública no pueda adoptar medidas que resulten contrarias a la esperanza inducida por la razonable estabilidad en las decisiones de aquélla, y en función de las cuales los particulares han adoptado determinadas decisiones. O dicho en otros términos, la virtualidad del principio invocado puede suponer la anulación de un acto o norma y, cuando menos, obliga a responder, en el marco comunitario de la alteración (sin conocimiento anticipado, sin medidas transitorias suficientes para que los sujetos puedan acomodar su conducta y proporcionadas al interés público en juego, y sin las debidas medidas correctoras o compensatorias) de las circunstancias habituales y estables, generadoras de esperanzas fundadas de mantenimiento.” 





� Afirma literalmente el Consejo de Estado en su Dictamen de 4 de noviembre de 2010, sobre el proyecto de Real Decreto por el que se regulan y modifican determinados aspectos relativos a la producción de energía eléctrica en régimen especial, lo siguiente: “Pero no es menos evidente que esa necesidad de acometer estas reformas encuentra límites que obligan a ponderar en cada caso las exigencias del principio de proporcionalidad -sopesando los costes y beneficios de cada medida-, y a evitar que el riesgo regulatorio se convierta en una quiebra tal que determine la pérdida de la confianza en el marco regulatorio. Ello puede traducirse, más en concreto, en la conveniencia de establecer plazos transitorios más dilatados en algunos casos -como ha puesto de manifiesto la CNE-; en la necesidad de evitar que cambios sucesivos y repetidos en la regulación de un mismo aspecto (en una regulación técnica, por ejemplo) se traduzcan en la obligación a los agentes de realizar inversiones para ajustar la instalación a una norma que, sin embargo, resulta modificada en un plazo que impide la adecuada amortización de dicha inversión(…)”

















� El Dictamen 937/2013 del Consejo de Estado, entre los argumentos que siguen al juicio sobre la constitucionalidad del Anteproyecto de Ley del Sector Eléctrico en relación a su carácter retroactivo o no retroactivo, incorpora la siguiente reflexión jurídica: “Debe constatarse que un modelo de cálculo de la retribución específica basado en datos estándar de ingresos por venta de energía, costes de explotación y valor de la inversión inicial, en función de cómo se aplicasen a una instalación existente, podría suponer la toma en consideración de hechos pretéritos, aunque fuera para el abono de retribuciones futuras. Considerando tanto las dificultades derivadas de recabar la información sobre los tres parámetros aludidos cuando ha transcurrido largo tiempo desde la apertura de la instalación de que se trate, como las objeciones ligadas a los principios de referencia que podría suscitar la consideración de factores consumados, el Consejo de Estado recomienda la adopción de las máximas cautelas a la hora de ordenar la aplicación temporal del régimen retributivo especifico que, en su caso, resulte aplicable a las instalaciones existentes con anterioridad al 14 de julio de 2013.”
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